
del Estado, y con arreglo a lo establecido en la Ley de Admi­
nistración y Contabilidad de la Hacienda Pública y demás dis­
posiciones en vigor.

Sección de Intervención en el Consejo Supremo de Justicia 
Militar

Artículo dieciocho.—Los Interventores destinados en el Con­
sejó Supremo de Justicia Militar ejercerán en el mismo las fun­
ciones que a la Intervención de la Armada encomienden las 
disposiciones vigentes, aplicadas en armonía con las normas que 
regulan el funcionamiento de aquel alto Centro.

Oficina de Enlace de la Intervención General de la Administra-

ción del Estado con la Intervención General de la Armada

Artículo diecinueve.—Uno. Esta Oficina ejercerá la función 
de enlace de la Intervención General de la Administración del 
Estado con la Intervención General de la Armada y bajo la 
dirección del Interventor general de la Administración del Es­
tado tendrá a su cargo el estudio y tramitación de los asuntos 
que, procedentes del Ministerio de Marina y Organismos adscri­
tos al mismo, sean de la competencia de la Intervención Ge­
neral de la Administración dei Estado.

Dos. Al frente de la Oficina de, Enlace habrá un Jefe de 
Intervención, nombrado por el Ministro de Hacienda a propues 
ta del de Marina.

DISPOSICION DEROGATORIA

Queda derogado el Decreto de veintinueve de septiembre de 
mil novecientos treinta y uno («Gaceta» de nueve de octubre) 
y las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 
lo establecido en el presente Decreto.

DISPOSICION FINAL

Por el Ministro de Marina se dictarán las disposiciones nece­
sarias para la aplicación de este Decreto, acomodándose a las 
especiales modalidades orgánicas de la Armada.

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid a 
cinco de diciembre de mil novecientos setenta y cinco.

Art. 226. Si del incumplimiento del contrato por parte del 
empresario Se derivase perturbación del servicio público y la 
Administración no decidiese la resolución del contrato, podrá 
acordar la intervención del mismo hasta que aquélla des­
aparezca.

En todo caso, el empresario deberá, abonar a la Adminis­
tración los daños y perjuicios que efectivamente le haya irro­
gado (artículo 77 L. C. E.).

Art. 227. El órgano que hubiese aprobado el contrató nom­
brará al funcionario o funcionarios competentes que hayan de 
desempeñar las funciones interventoras y a cuyas decisiones 
deberá someterse el empresario durante el período de inter­
vención.

Art. 228. Si el empresario incumpliese alguna de las cláu­
sulas previstas en el contrato sin dar lugar a la resolución, 
no obstante la advertencia previa de la Administración, ins­
tándole a que cumpla el compromiso, dará derecho a ésta 
a imponer las sanciones que se hubiesen previsto en el 
contrato.

Art. 229. Cuando el contrato hubiese sido deferido mediante 
el abono por el empresario de un canon periódico y éste incu­
rriese en mora, la Administración podrá exigir el cobro .en 
vía de apremio, sin perjuicio de la facultad de declarar la reso­
lución por causa de incumplimiento.

Art. 230. El incumplimiento de la Administración tendrá 
los efectos que se determinan en este Reglamento, en el Dere­
cho administrativo y en las estipulaciones contractuales;

Con carácter general deberá indemnizar los perjuicios que 
de tal incumplimiento se deriven, los cuales se fijarán de acuer­
do con lo convenido, y en su defecto, por lo establecido en la 
Ley de Expropiación Forzosa.

Art. 231. Cuando finalice el plazo contractual, el servicio 
revertirá a la Administración, debiendo el empresario entregar 
las obras e instalaciones a que esté obligado con arreglo al 
contrato yen el estado de conservación y funcionamiento ade­
cuados.

Durante un período prudencial anterior a la reversión deberá 
el Organo de la Administración competente adoptar las dispo­
siciones encaminadas a que la entrega de los bienes se verifique 
en las condiciones convenidas (artículo 78 L. C. E.).
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5. Declaración de quiebra o de suspensión de pagos o muer­
te del empresario individual. No obstante, en el caso de muerte 
de dicho empresario, podrá continuar el contrato si así lo 
dispusiera la legislación específica del servicio.

6. Declaración de quiebra o de suspensión de pagos o 
extinción de la persona jurídica gestora.

7. Mutuo acuerdo de la Administración y el empresario.
8. Aquellas que se establezcan expresamente en el contrato 

(artículo 75 L. C. E.).

Art. 224. Si el empresario incumpliese las cláusulas con­
venidas y de tal actuación se origina grave perturbación del 
servicio, la Administración deberá acordar la caducidad del 
contrato. Dicho acuerdo, habrá de dictarse previo expediente, 
con audiencia del interesado, y por el órgano competente 
conforme a este Reglamento.

Art. 225. En los supuestos de resolución, la Administración 
abonará al empresario el precio de las obras e instalaciones 
que, ejecutadas por éste, hayan de pasar a propiedad de aqué­
lla, teniendo en cuenta su estado y el tiempo que restare para 
la reversión.

La Administración decretará la pérdida de la fianza siempre 
que el contrato se declare resuelto pór culpa del empresario 
(artículo 76 L. C. E.).

Art. 232. Si la Administración, antes de la conclusión del 
contrato, estimase conveniente para el interés general gestionar 
el servicio, por sí o por medio de un ente público, podrá ordenar 
su rescate indemnizando al empresario el valor de las obras e 
instalaciones que no hayan de revertir a aquélla, habida cuenta 
de su grado de amortización y los daños y perjuicios que se le 
irroguen, así como los beneficios futuros que deje aquél de per­
cibir, atendiendo a los resultados de la explotación en el último 
quinquenio (artículo 79 L. C. E.).

Art. 233. El contrato se extingue por la supresión del ser­
vicio, acordada por la Administración.

Cuando la explotación del servicio se haga imposible como 
consecuencia de acuerdos adoptados por la Administración con 
posterioridad al contrato, el empresario podrá pedir la resolu­
ción del mismo.

La indemnización al empresario se ajustará a lo dispuesto en 
el artículo anterior (artículo 80 L. C. E.) .

CAPITULO VII

DE LA CESION DEL CONTRATO O DEL SUBCONTRATO DE GESTION 
DE SERVICIOS PUBLICOS

Art. 234. La cesión del contrato de gestión de servicios públi­
cos requerirá la aprobación previa de la Autoridad que lo hu­
biera otorgado, siendo preciso que el primitivo empresario haya 
realizado la explotación durante el plazo mínimo de cinco años, 
y no surtirá efectos en tanto no se formalice el negocio en es­
critura pública (artículo 81 L. C. E.).

Art. 235. Salvo que el contrato disponga otra cosa o que de 
su naturaleza y condiciones se deduzca que la gestión ha de ser 
llevada en forma total y directa por el mismo empresario, podrá 
éste concertar con terceros la gestión de prestaciones accesorias, 
quedando aquéllos obligados frente al empresario principal,  
único responsable ante la Administración de la gestión del ser­
vicio.

El gestor pondrá en conocimiento de la Administración los 
subcontratos que celebre, con indicación de sus cláusulas y 
condiciones, a fin de que la misma los autorice (artículo 82 
L. C. E.).



CAPITULO VIII

DE LA GESTION DE LOS SERVICIOS PUBLICOS POR LA PROPIA 
ADMINISTRACION

Art. 236. Conforme establece el artículo 208, las limitaciones 
que para la ejecución directa de las obras preceptúa el artícu­
lo 187 no serán, en ningún caso, de aplicación a la gestión de 
servicios.

Ello, no obstante, al tiempo de la creación de nuevos servi­
cios de contenido económico que vayan a ser gestionados por 
órganos administrativos deberá formularse y aprobarse un pro­
yecto de explotación con el contenido que prevé el presente Re­
glamento, a fin de deducir la estructura funcional más idónea.

TITULO IV

Del contrato de suministro 

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES

Art.. 237. A los efectos de la Ley de Contratos, del Estado y 
el presento Reglamento, se considerará contrato de suministro 
la compra de- bienes muebles por la Administración en la que 
concurra alguna de las siguientes características:

 1. Que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de 
bienes, de forma sucesiva y por precio unitario, sin que la cuan­
tía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el ne­
gocio por estar subordinadas las entregas a las necesidades de 
la Administración.

2. Que se refieran a bienes consumibles o de fácil deterioro 
por el uso.

3. Que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el 
empresario deban ser elaboradas con arreglo a características 
peculiares fijadas previamente por la Administración.

Las restantes adquisiciones de bienes muebles se regirán por 
la Ley del Patrimonio del Estado (artículo 83 L. C. E.).

Art. 238. El contrato de suministros se regulará por las nor­
mas contenidas en el presente título y, en su defecto, por las 
referentes al contrato de obras.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, a los, contra­
tos de fabricación a que se refiere el apartado 3 del artículo 
precedente, se aplicarán directamente las normas generales y 
especiales del contrato de obras que el órgano de contratación 
determine en el correspondiente pliego de bases (artículo 84 
L. C. E.).

Art. 239. En relación con determinados tipos de suministro 
se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

a) Se regularán por este título los .contratos de elaboración 
y fabricación de bienes muebles aun cuando la Administración 
se obligue a aportar total o parcialmente los materiales preci­
sos y también los de conservación o reparación de bienes mue­
bles en general.

b) Las adquisiciones de semovientes se regularán por el pre­
sente título sin perjuicio de lo que establezcan sus normas pri­
vativas.

c) Se regirán asimismo por este título las adquisiciones de 
equipos y sistemas para el tratamiento de la información, sus 
distintos dispositivos y programas y, en su defecto, por sus 
normas administrativas especiales.

d) Los contratos de suministro que se celebren por contra­
tación directa con empresas extranjeras, y su objeto se fabri­
que o proceda de fuera del territorio nacional, se atemperará 
a la presente legislación sin perjuicio de lo que se convenga 
entre las partes, de acuerdo con las normas y usos vigentes en 
el comercio internacional.

Art. 240. Aun cuando el empresario deba realizar obras ac­
cesorias de instalación y montaje de los bienes, se considerará 
el contrato como de suministro siempre que tales operaciones 
constituyan una obligación impuesta en los correspondientes 
pliegos de bases.

Por -el contrario, cuando a juicio del órgano de contratación, 
dado el tiempo que precise la ejecución de la obra subsiguiente 
y el porcentaje que represente en fel precio total deba conside­
rarse la obra como elemento principal y el suministro como 
accesorio, se regulará íntegramente el negocio por el título II 
del presente libro.

CAPITULO II

ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS PREPARATORIAS DEL CONTRATO 
ADMINISTRATIVO

Art. 241. A todo contrato de suministro precederá la trami­
tación y resolución del expediente de contratación, con aproba­
ción del pliego de bases y del gasto correspondiente (artículo 85 
L. C. E.).

1. Los expedientes se iniciarán mediante orden del órgano 
de contratación en la que se determine la necesidad de la ad­
quisición, bien por figurar ésta en planes previamente autori­
zados o bien por estimarse singularmente precisa.

2. Se unirá informe razonado del Servicio que promueva la 
adquisición,, exponiendo la necesidad, característica e importe 
calculado de los bienes, así como la posible ampliación de aquélla
y el orden de preferencia de éstos, caso de obtenerse en el 
concurso un precio inferior al presupuesto. Estos extremos se­
rán, en todo caso, recogidos en los pliegos de bases.

3. Asimismo se unirá al expediente, a continuación, el certi­
ficado de existencia de crédito expedid© por el servicio corres­
pondiente.

Art. 242. Una vez unida al expediente la documentación an­
terior, por el servicio gestor se procederá a la redacción del 
pliego de bases del suministro que comprenderán las cláusulas 
administrativas particulares y las prescripciones técnicas que 
hayan de regir la adjudicación del contrato, su contenido y 
efectos.

Aun cuando las prescripciones técnicas por su volumen y 
complejidad de contenido se aporten al expediente en docu­
mento independiente de las cláusulas administrativas particula­
res, se entenderá a todos los afectos que forma parte inseparable 
del pliego de bases del suministro.

Art. 243. Cuando se trate de contratos de suministros en los 
que la Empresa suministradora es concesionaria de servicios 
públicos y verifica el mismo de acuerdo con tarifas y condicio­
nes debidamente aprobadas por la Administración, el pliego de 
bases establecerá, en su caso, de forma sucinta, las especiales 
que procedan sin contrariar aquéllas.

Art. 244. Para los restantes tipos de suministro el pliego de 
bases deberá contener, atendiendo a su naturaleza, los siguien­
tes conceptos:

1. Consideración de las necesidades administrativas a satis­
facer mediante el suministro y los factores de todo orden a 
tener en cuenta.

2. Definición de los bienes que implica el suministro; se 
expresarán las dimensiones, peso y. características que hayan 
de revestir los artículos, efectos y material que sean objeto del 
contrata, sin referencia a marcas, modelos o denominaciones 
específicas, salvo el supuesto previsto en el apartado 7) del 
artículo 247 de este Reglamento, o se trate, dé adquisiciones de 
material para mantenimiento, repuesto o reemplazo de equipos 
ya existentes.

3. Presupuesto del suministro aprobado por la Administra­
ción y precio de las unidades en que aquél se descompone. Si 
se trata de contratos comprendidos en el número 1 del ar­
tículo 237, el presupuesto deberá fijar el límite máximo del 
gasto que para la Administración pueda suponer el contrato.

4. Forma en que ha de adjudicarse el suministro, expresan­
do las bases por las que ha de regirse la licitación cuando ésta 
sea precedente, y fianzas provisionales y definitivas a prestar' 
por los empresarios, con expresión de las autoridades a cuya 
disposición deben permanecer tales fianzas.

5i Plazo de duración del suministro e indicación de los pla­
zos parciales, si la Administración estima oportuno establecer 
estos últimos, para las sucesivas entregas o diversas etapas 
de elaboración en que aquél pueda descomponerse.

 6. Derechos y obligaciones derivados del contrato con espe­
cial referencia al régimen de pagos, indicándose en su caso las 
condiciones de estos últimos cuando se verifiquen en virtud de 
los plazos' de elaboración con anterioridad a la recepción de íos 
bienes. .

7. Causas especiales de resolución del contrato.
8. Especial mención de las penalidades administrativas que 

sean de aplicación a los suministros, así como de las que pe­
culiarmente puedan establecerse.

9. Comprobaciones que se reserva la Administración de las 
calidades de los bienes y procedimientos a seguir en el reco­
nocimiento del material al tiempo de la entrega.

10. Plazo de garantía, en su caso, computado a partir de la 
entrega de bienes y que será fijado con carácter discrecional 
teniendo en cuenta la índole de los suministros.



11. Si se trata, de suministros comprendidos en el número 3) 
del artículo 237, deberá expresarse el modo de ejercer la facultad 
de vigilancia y examen que incumbe a la Administración res­
pecto a las fases de elaboración.

12. Si los bienes suministrados han de ser objeto de una 
posterior instalación, se expresarán las características de ésta 
y el coste que representa dentro deí precio total.

13. Cláusula de revisión de precios, en su caso, si se trata 
de contratos de fabricación a los que alude el número 3 del 
artículo 237.

14. Cualquier otra cláusula que la Administración estime 
oportuno incluir sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32 
de este Reglamento, incluso la admisión previa.

15. Expresa sumisión a la legislación de contratos del Es­
tado y remisión al pliego de bases generales aplicables con es­
pecial referencia, en su caso, a las derogaciones de que haya 
sido objeto con arreglo al artículo 36 de este Reglamento..

16. Cuando exista ppsibilidad de que las ofertas -de los lici- 
tadores modifiquen las prescripciones de los pliegos, deberá in­
dicarse en éstos la extensión y límite de dichas modificaciones.

Art. 245. Cuando el contrato se refiera a suministros meno­
res que hayan de verificarse directamente en establecimientos» 
comerciales abiertos al público, podrá sustituirse'el correspon­
diente pliego por una propuesta de adquisición razonada.

Se considerarán suministros menores aquellos que se defieran 
a bienes consumibles o de fácil deterioro, cuyo importe total no 
exceda de 100.000 pesetas (artículo 86 L. C. E.).

La disposición anterior es especialmente aplicable a las com­
pras de víveres, libros, material de oficina y enseres análogos 
para los servicios administrativos que se realicen por los fun­
cionarios habilitados al efécto cuando el importe de cada fac­
tura no exceda de 100.000 pesetas.

Art, 246. Una vez incorporados al expediente los documen­
tos preceptivos, por la Asesoría Jurídica se informará sobre la 
legalidad del contenido de 'las cláusulas administrativas del 
pliego, salvo cuando se trate de pliegos de bases tipo, que so­
lamente serán informados si sus cláusulas han sufrido altera 
ción o modificación.

La intervención crítica del gasto se llevará a cabo de acuer­
do con las. normas en vigor, elevándose a continuación el ex­
pediente para su aprobación a la Autoridad que haya de autori­
zar el contrato. Salvo qué las normas de desconcentración o 
delegación establezcan otra cosa, la resolución aprobatoria del 
expediente de contratación comprenderá también la aprobación 
del gasto.

CAPITULO III

FORMAS DE ADJUDICACION DEL CONTRATO DE SUMINISTRO

Art. 247. Los contratos de suministro se adjudicaran ordi­
nariamente mediante el procedimiento de concurso. La contra­
tación directa sólo podrá tener lugar en los siguientes supuestos.-

1. Cuando no sea posible promover concurrencia en la ofer­
ta por versar sobre productos amparados por patentes o que 
constituyan modelos de utilidad o sobre cosas de que haya un 
solo productor o poseedor o cuando por circunstanciéis excepcio­
nales no convenga promover concurrencia de oferta.

2. Los de adquisición de productos comprendidos en al­
guno de Iqs monopolios del Estado o de artículos sometidos a 
tasa o distribución del consumo respecto de los cuales no 
sea posible por dicha circunstancia promover licitación.

3. Los de reconocida urgencia, surgida como consecuencia 
de necesidades apremiantes que demandaren un rápido su­
ministro que no pueda lograrse por medio de la tramitación 
urgente regulada en el artículo 26 de la Ley de Contratos del 
Estado, previa justificación razonada en el expediente.

4. Los de suministro de bienes que no excedan en total 
de tres millones.

5. Aquellos en que la seguridad del Estado exija garan­
tías especiales o cuyo expediente haya sido declarado secreto 
por parte de la Administración.

6. Los anunciados a concurso que no llegaren a adjudi­
carse por falta de oferentes o porque las proposiciones pre­
sentadas no se hayan declarado admisibles, o porque habiendo 
sido adjudicados, el empresario no cumpla las condiciones 
necesarias para llevar a cabo la formalización del contrato, 
siempre que se acuerden con sujeción a las mismas condicio­
nes y precio no superior a los anunciados, a no ser que por 
la Administración se acuerde sacarlos nuevamente a licita­
ción en las condiciones que en cada caso se establezcan.

7. Los que se refieran a bienes cuya uniformidad haya 
sido declarada necesaria por acuerdo del Consejo de Minis­

tros, siempre que la adopción del tipo de que se trate se haya 
hecho previa e indispensablemente en virtud de concurso, de 
acuerdo con lo establecido en el presente título,

8. Los que tengan por objeto el ensayo o experimentación 
(artículo 87 L. C. E.).

Para que la circunstancia de existir una sola patente, mo­
delo de utilidad o productor o poseedor sea determinante de 
la contratación directa es preciso que el empresario corres­
pondiente sea el único capaz de servir las necesidades de la 
Administración, aspecto que se justificará en el expediente.

En los supuestos. 3, 4, 6, 7 y 8, el órgano de contratación 
deberá interesar la oferta de tres ó más presuntos empresarios re­
lacionados con el objeto del contrato, dejando constancia de 
ello en el expediente. Se exceptúa el supuesto 7 cuando los 
bienes declarados de uniformidad se hallen amparados por pa­
tente o modelo.de utilidad a favor de persona o entidad de­
terminada.

Art. 248. Los contratos de suministro que se refieran a bie­
nes consumibles o de fácil deterioro por el uso se verificarán 
a través de una Junta de Compras radicada en cada Departa­
mento ministerial (artículo 88 L. C. E.).

Art. 249. La Junta de Compras, en el caso de que no se 
haga uso de las facultades expuestas en el párrafo siguiente, 
dependerá orgánicamente de la Subsecretaría de cada De­
partamento y estará constituida por un Presidente y tantos 
Vocales como Centros directivos tenga el Ministerio respec­
tivo. El Presidente y los Vocales serán nombrados por el 
Ministro, a propuesta del Subsecretario y de los Directores 
generales, respectivamente.

La dependencia orgánica y el número de Vocales podrán 
alterarse por el Ministro correspondiente, en atención a la 
diversa estructura de cada Departamento ministerial, pu- 
diendo, igualmente, incorporarse a las Juntas los funcionarios 
técnicos que sean necesarios cuando así lo requiera la natu­
raleza de las adquisiciones a realizar.

Formarán también parte de las Juntas, cuando actúen co­
mo Mesas de contratación, un Asesor Jurídico en los Depar­
tamentos militares, un funcionario del Cuerpo de Letrados en 
el Ministerio de Justicia y un Abogado del Estado en. los demás 
Ministerios civiles, así como el Delegado de la Intervención Ge­
neral del Estado.

Art. 250. Las funciones atribuidas a la Junta de Compras 
de cada Departamento podráií ser objeto de delegación en 
otras Juntas de competencia limitada por razón del objeto o 
territorio y que estarán constituidas conforme establezca el 
Ministerio respectivo, debiendo formar parte de las mismas 
preceptivamente el Asesor Jurídico y el Interventor, cuando 
actúen como Mesa" de contratación. .

Estas Juntas de Compras delegadas responderán en su 
tarea a las directrices generales que establezca la Junta de 
Compras ministerial o central.

Art. 251. Cuando los contratos a que se refiere el artícu­
lo 248 se adjudiquen mediante concurso, la Junta de Compras 
podrá realizar, a través de sus servicios, las actuaciones pre­
paratorias constituyéndose, al efecto, en Mesa de contrata­
ción, y elevando, en este caso, la propuesta de adjudicación al 
Jefe del Departamento o Autoridad competente.

Si se adjudican en régimen de contratación directa podrá 
procederse de igual forma y elevar la propuesta de adjudica­
ción si hay concurrencia en la oferta o preparar el proyecto 
de contrato sometiéndolo a la aprobación correspondiente, una 
vez aceptado por el empresario, en los restantes casos.

La Administración podrá confeccionar modelos-tipo de es­
tos contratos directos para simplificar su gestión.

.Art. 252. Los Jefes de los Departamentos podrán ampliar 
las competencias de las Juntas de Compras, facultándolas para 
aprobar los contratos o extendiendo aquéllas a los demás su­
ministros del -presente título e incluso a asuntos distintos de 
los expuestos en los artículos anteriores a los efectos de con­
seguir la mayor uniformidad y economía en estos negocios, 
sin perjuicio de las disposiciones especiales referentes a los 
suministros de adquisición centralizada.

No será cohipetencia de la Junta de Compras los suminis­
tros menores definidos en el artículo 245, salvo que se dis­
ponga otra cosa por el titular del Departamento.

Art. 253. En aquellos casos en que por similitud de sumi­
nistros o ..para la obtención de mejores condiciones sea con­
veniente la contratación global en la Administración Civil del 
Estado, podrá el Gobierno acordar que la preparación y ad­
judicación de los contratos se realice por el Servicio Central 
de Suministros dependiente del Ministerio de Hacienda, sin
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perjuicio de las competencias que actualmente tiene atribui­
das (artículo 88 L. C. E.).

El Servicio. Central de Suministros continuará regulándose 
por el Decreto 3186/1968, de 26 de diciembre, y sus normas 
complementarias.

CAPITULO IV

FORMALIZACION DEL CONTRATO LE SUMINISTRO

Art. 254. El documento en que se formalice el contrato de 
suministro será, según los casos, notorial, administrativo o 

factura comercial.
Deberán formalizarse en escritura pública los contratos si­

guientes:
1,. Aquellos cuyo precio sea superior a 2.500.000 pesetas.
2. Cuando la Administración o el contratista lo soliciten.

Los demás contratos se formalizarán en documento admi­
nistrativo, salvo que, dada la índole de la operación, proceda 
la factura comercial o documento análogo.

Art. 255. El documento, notarial o  administrativo, en que 
se formalicen contratos de suministro del número 1 del ar­
tículo 237 del presente Reglamento, deberá contener los si­
guientes requisitos:

1. Autoridad o empresario intervinientes con referencia a 
su competencia y capacidad jurídica, respectivamente.

2. Los antecedentes administrativos del contrato siguientes:

a) Fecha de la aprobación del pliego de bases, de’ la con­
tracción del gasto y de su fiscalización previa.

b) Copia de la disposición administrativa que ordenó la 
celebración del contrato y del acuerdo de adjudicación.

3. Definición de los bienes objeto del suministró, con es­
pecial indicación de las unidades que servirán de base para 
las prestaciones sucesivas.

4. Régimen de plazos para la entrega de las unidades, ór­
gano que ha do realizar la petición y número de unidades má­
ximas por pedido y año.

5. Precio que se obliga a pagar el Estado por unidad.
6.  Presupuesto anual máximo limitativo del compromiso 

económico del Estado.
7. Plazo de duración total del contrato, que nunca podrá 

ser indefinido.
8. Fianza definitiva que ha de prestar el empresario para 

responder del saneamiento y vicios ocultos de la cosa du­
rante el plazo de garantía.

9. Plazo de garantía, computado a partir de la recepción 
de los bienes.

10. Penalidades por incumplimiento de plazo.
11. Gastos de entrega y demás de la operación que son 

de cargo del empresario.
12. Modo de llevar a cabo la vigilancia por la Administra­

ción del proceso de fabricación de los bienes, si existiera.
13. Sumisión del empresario al pliego de bases del sumi­

nistro, al presente Reglamento y a la jurisdicción contencioso- 
administrativa.

Art. 256. El documento notarial o administrativo en que se 
formalicen los contratos de suministro del número 2 del ar­
tículo 237 del presente Reglamento deberá contener los si­
guientes requisitos:

 1. Autoridad y empresario intervinientes, con referencia 
a su competencia y capacidad jurídica, respectivamente.

2. / Los antecedentes administrativos del contrato siguientes:

a)  Fecha de aprobación del Pliego de Bases, de la con­
tratación. del gasto y de su fiscalización previa.

b) Copia de la disposición administrativa que ordenó la 
celebración del contrato y del acuerdo de adjudicación.

3. Definición de los bienes objeto del contrato.
4. Plazo de entrega de los bienes. Si los bienes se hubie­

sen entregado anticipadamente a la Administración Se hará 
constar así en el contrato, indicando fecha, lugar y órgano 
recipiendario. Cuando, la entrega formal coincida con la de 
formalización del negocio también se indicará. 

5. Precio que se obliga a abonar el Estado y momento 
en que se hará efectivo al empresario.

6. Plazo de garantía para la ulterior comprobación de los 
bienes a los efectos de saneamiento y vicios ocultas.

7. Fianza definitiva prestada por el empresario.
8. Régimen de penalidades y de gastos contractuales.

9. Sumisión del empresario al Pliego de Bases del sumi­
nistro, al presente Reglamento y a la jurisdicción contencioso- 
administrativa.

Art. 257.  El documento notarial o administrativo en que 
se formalicen los contratos de suministro del número 3 del 
artículo 237 del presente Reglamentó deberá contener los si­
guientes requisitos:

1. Autoridad y empresario intervinientes, con referencia 
a su competencia y capacidad jurídica, respectivamente.

2. Los antecedentes administrativos del contrato siguientes:
a) Fecha de la aprobación del Pliego de Bases, de la con­

tratación del gasto y de su fiscalización previa.
b) Copia de la disposición administrativa que ordenó la 

celebración del contrato y del acuerdo de adjudicación.

3. Definición de los bienes que han de ser fabricados, con 
especial referencia al proyecto o prescripciones técnicas que 
han de ser observadas en la ejecución.

4. Precio que ha de abonar el Estado, régimen de pagos, 
e inclusión de la cláusula de revisión si la tuviese el con­
trato.

5 Plazo total de fabricación y consiguiente determinación 
de la fecha de entrega; en su caso, los plazos parciales.

6. Fianza definitiva prestada por el empresario.
7. Régimen de penalidades por incumplimiento de plazos y 

gastos que son de cuenta del empresario.
8. Modo de llevar a cabo la Administración la vigilancia

del proceso de fabricación;  
9. Obligaciones del empresario en relación con una ulte­

rior instalación de los bienes fabricados.
10. Plazo de garantía a partir de la entrega.
11. Sumisión del empresario al Pliego de Bases deí sumi­

nistro, al presente Reglamento y a la jurisdicción contencioso- 
administrativa.

Si en el contrato de suministro concurriesen varias de las 
características establecidas en el artículo 237 de este Regla­
mento, el documento notarial o administrativo se preparará 
reuniendo los distintos requisitos peculiares de cada tipo de 
suministro.

Art. 258. En las compras directas de suministros menores 
realizadas en establecimientos comerciales abiertos al público 
hará las veces de documento contractual la factura pertinente 
cuando consten en ella los requisitos que se establecen en el 
artículo siguiente (artículo 89 L. C. E.).

Art. 259. La factura deberá contener los siguientes requi­
sitos:

1. Organo administrativo que verifica la adquisición y 
empresario interviniente, con indicación del establecimiento 
comercial en que se haga la operación.

2. Definición del suministro que recibe la Administración, 
con expresión del servicio a que vaya destinado.

3. Precio que ha de abonarse por el Estado.
4. Firma del funcionario que acredite la recepción de con­

formidad.
 Los anteriores requisitos se cumplimentarán aún cuando la 
adquisición se realice por funcionarios amparados en libra­
mientos a justificar e incluso en los casos de compras desti­
nadas a la elaboración de bienes por la propia Administra­
ción.

Art. 260. Se formalizarán o acreditarán, en su caso, me­
diante los documentos ordinarios que el tráfico jurídico tenga 
establecidos los suministros siguientes:

1. Aquellos cuyo precio esté sometido a tasa o que se fije 
por disposiciones administrativas.

2. Cuando la Entidad vendedora sea concesionaria de ser­
vicios públicos y existan aprobadas tarifas generales al efecto.

3. Las operaciones comerciales que realice la Administra­
ción, entendiéndose por tales las compras de bienes muebles 
con el propósito de devolverlos al tráfico jurídico patrimonial, 
constituyendo esta actividad fines' económicos peculiares del 
servicio de que se trate.

La firma de la Autoridad que celebre el contrato deberá 
figurar en el propio documento.

CAPITULO V

EFECTOS DEL CONTRATO DE SUMINISTRO 

Sección 1.a Ejecución del contrato de suministro

Art. 201. El empresario estará obligado a entregar las co­
sas en el tiempo y lugar fijados en el contrato, y de confor-



midad con las proscripciones técnicas y  cláusulas administra­
tivas que figuren en el mismo. La mora del empresario no 
requerirá la previa intimación por la Administración.

Cualquiera que sea el tipo de suministros, el adjudicatario 
no tendrá, derecho a indemnización por causa de pérdidas, 
averias o perjuicios ocasionados en los bienes antes de su 
entrega a la Administración, salvo que ésta hubiese incurrido 
en mora al recibirlos (artículo 90 L. C. E.).

Los órganos competentes para la contratación del suminis­
tro podrán elaborar las instrucciones que estimen oportunas, 
dentro del ámbito de su competencia, réspecto a la ejecución, 
recepción y tramitación de aquélla, siempre que no contradi­
gan lo dispuesto en el presente Reglamento y el correspon­
diente pliego de bases.

Art. 262. La entrega se entenderá hecha cuando la cosa 
haya sido efectivamente recibida por la Administración, de 
acuerdó con las condiciones del contrato. En todo caso exigirá 
la entrega, parcial o total, un acto formal y positivo por parte 
de la Administración.

Cuando sin causa justificada la Administración incurra en 
mora, el empresario deberá denunciarla para que Surta sus 
efectos.

Art.  263. Salvo pacto en contrario, los gastos de la entrega 
y del transporte de la cosa al lugar convenido serán de cuenta 
del  adjudicatario.

Art. 264. El adjudicatario tendrá derecho al abono de los 
suministros efectivamente entregados a la Administración, con 
arreglo a las condiciones establecidas en el contrato.

Cuando la Administración demore el pago por plazo supe­
rior a tres meses deberá abonar al empresario el interés legal 
de las cantidades debidas si aquél intimase por escrito el cum­
plimiento de la obligación (artículo 91 L. C. E.).

Art. 265. El pago del precio podrá realizarse de una sola 
vez o mediante el sistema de abonos a buena cuenta contra 
entrega o fabricación parcial del suministro, debiendo, en 
este último caso, figurar en el pliego de bases la cláusula 
pertinente que autorice estos pagos y fije las garantías ade­
cuadas.

Para el régimen de abonos a buena cuenta se tendrán en 
consideración las reglas establecidas sobre el particular en el' 
contrato de obras, conforme a los. artículos 142 al 145 del presen­
te Reglamento General.

Art. 266. La Administración tiene la facultad de inspeccio­
nar y de ser informada, cuando lo solicite, del proceso de 
fabricación o elaboración del producto que haya de Ser entre­
gado como consecuencia del contrato, pudiendo ordenar o 
realizar por sí misma análisis, ensayos y pruebas de los ma­
teriales a emplear y dictar cuantas disposiciones, estime opor­
tunas para el estricto cumplimiento de lo convenido (artícu­
lo 92 L. C. E.).

Art. 267. Se definirá con la mayor exactitud en el contrato 
el modo de llevar a cabo la facultad de inspección que ostenta 
la Administración, y en especial la de los funcionarios que 
hayan de realizarla.

Art. 268. En aquellos contratos de suministro en los que 
la Administración aporte total o parcialmente los materiales 
precisos, se considerarán éstos depositados bajo la custodia del 
adjudicatario, que deberá prestar además las garantías espe­
ciales que al efecto fijará el pliego de bases.

La responsabilidad del adjudicatario respecto a estos mate­
riales quedará  extinguida cuando la Administración reciba 
de conformidad el objeto del suministro.

Sección 2.a Modificación del contrato de suministro

Art. 269. La Administración podrá modificar el contrato 
en razón de las necesidades reales del servicio destinatario del 
suministro, con los límites que establezca el pliego de bases 
y, en su defecto, con los fijados para el contrato de obras 
(artículo 93 L. C. E.).

La anterior facultad no podrá afectar a las prestaciones 
que hayan sido recibidas en firme por la Administración con­
forme al contrato.

Art. 270. Si por razones de interés público la Administra­
ción acordase la suspensión definitiva de un contrato de 
suministro, el empresario tendrá derecho al valor de los ob­
jetos efectivamente entregados, de los que tuviese preparados 
y dispuestos para la entrega y al beneficio presunto de los 
dejados de entregar. El valor de lo que esté en fase de elabo­
ración y el beneficio presunto se tasarán mediante procedi­

miento contradictorio y resolverá el órgano de contratación 
correspondiente.

Si la suspensión fuese temporal y por espacio superior a’ 
una quinta parte del plazo total del contrato o, en todo caso, 
si aquélla excediese de tres meses, la Administración abonará 
al empresario los daños y perjuicios que pueda éste efectiva­
mente sufrir.

Art. 271. La Administración no podrá négociar con el em­
presario prestaciones distintas de las que fueron objeto del 
contrato. Cuando la Administración las estime necesarias se 
considerarán como objeto de contrato independiente y se cum­
plirán, por tanto, los trámites previstos por este Reglamento.

Por excepción podrá adjudicarse. el nuevo suministro direc­
tamente al mismo empresario si así conviene a los intereses 
públicos y se cumplen las siguientes condiciones:

a) Que no exceda del 20 por loo del importe del contrato 
principal.

b) Que Se refiera a los mismos bienes.
c) Que el precio de dichos bienes sea el contractual.

CAPITULQ VI

EXTINCION DEL CONTRATO DE SUMINISTRO

Art. 272. El contrato de suministro se extingue por reso­
lución y por conclusión o cumplimiento del mismo.

Art. 273. Son causas de resolución del contrato de sumi­
nistro:

1. El incumplimiento de las cláusulas convenidas en el 
mismo.

2. Las modificaciones de la prestación, aunque fueren su­
cesivas, que impliquen aislada o conjuntamente alteración d,el 
precio del contrato en cuantía superior en más o en menos 
al 20 por 100 del importe de aquél o representen una altera­
ción sustancial de la prestación inicial.

3. La suspensión definitiva del suministro, acordada. por 
la Administración, así como la suspensión temporal del mismo, 
por un plazo superior a un año, también acordado por aquélla.

4. La muerte del empresario individual.
5. La extinción de la personalidad jurídica de la Sociedad 

suministradora.
6. La declaración de quiebra o de suspensión de pagos del 

suministrador.
7. El mutuo acuerdo de la Administración y el empresario.
8. Aquellas que se establezcan expresamente en el contrato 

y cualesquiera otras, determinadas por precepto de este Regla­
mento.

La resolución del contrato se acordará por el órgano de 
contratación de oficio o a instancia del suministrador, en su 
caso, previa autorización del Consejo de Ministros, en los casos 
a que se refiere el artículo 51. Todos los trámites e informes 
preceptivos de estos expedientes se considerarán de urgencia 
y gozarán de preferencias para su despacho por el órgano 
administrativo o consultivo correspondiente.

Art. 274. Los efectos de las causas de resolución se regula­
rán, con las peculiaridades que la naturaleza del contrato haga 
precisas, por las normas establecidas sobre el particular en 
el contrato de obras.

Si en el contrato se incluyen bienes de naturaleza distinta 
e independiente unos de otros, la resolución del contrato podrá 
ser parcial y referente a los bienes que den causa a aquélla, 
siempre que no resulte perjuicio para la Administración.

Art. 275. Una vez realizado el suministro por el empresario 
comenzará el plazo de garantía señalado en el contrato.

Cuando los bienes no se hallen en estado de ser recibidos 
se hará constar así en el acto de la entrega y se darán las 
instrucciones precisas al empresario para que remedie los de­
fectos observados o proceda a un nuevo suministro, de confor­
midad con lo pactado (artículo 94 L. C. E.).

Art. 276. Si durante el plazo de garantía se acreditase la 
existencia de vicios ó defectos en la cosa vendida, tendrá 
derecho la Administración a reclamar del empresario la repo­
sición de los bienes inadecuados o la reparación de los mismos 
si fuese suficiente.

Durante este plazo de garantía tendrá derecho el empresario 
a ser oído y a vigilar la aplicación de los bienes suministrados 
(artículo 95 L, C. E.). 



Art. 277. Si la Administración estimase, durante el plazo 
de garantía, que los bienes suministrados no son aptos para el 
fin pretendido como consecuencia de los vicios o defectos ob­
servados en ellos e imputables al empresario, y exista el fun­
dado temor de que la reposición o reparación de dichos bienes 
no serán bastantes para lograr aquel fin, podrá, antes de 
expirar dicho plazo, rechazar los bienes, dejándolos de cuenta 
del empresario y quedando exenta de la obligación de pago, 
o teniendo derecho, en su caso, a la recuperación del precio 
satisfecho (artículo 96 L. C. E.).

Art. 278. Terminado el plazo de garantía sin que la Ad­
ministración haya formulado alguno de los reparos o la denuncia 
a que se refiere el artículo anterior, el empresario quedará 
exonerado de la responsabilidad por razón de la cosa vendida 
(artículo 97 L. C. E.).

Art. 279. Concluido el plazo de garantía se verificarán por 
el órgano administrativo las liquidaciones que procedan, y si 
el empresario está exento de responsabilidad, se le devolverá 
la fianza.

CAPITULO VII

DE LA CESION DEL CONTRATO Y DEL SUBCONTRATO
DE SUMINISTRO

Art. 280. La cesión de contratos de suministro y los sub- 
contratos estarán sujetos a las mismas limitaciones que para 
los contratos de ejecución de obras establecen los artículos 182 
y siguientes de este Reglamento.

CAPITULO VIII

DE LA FABRICACION DE BIENES MUEBLES POR LA PROPIA 
ADMINISTRACION

Art. 281. La elaboración o fabricación de suministros por 
la propia Administración sólo podrá tener lugar en los supues­
tos del artículo 187 de este Reglamento en cuanto sean apli­
cables al contrato de suministro.

Exceptúanse aquellas operaciones que por razones de defen­
sa o interés militar resulte conveniente que se ejecuten por 
la Administración.

Art. 282. En el supuesto de que la elaboración o fabricación 
de bienes se realice por servicios que la Administración tenga 
montados y que dependan directamente del Departamento que 
lleve a cabo la adquisición, el expediente comprenderá los 
siguientes documentos:

a) Informe del servicio correspondiente acreditativo de la 
necesidad del suministro.

b) Orden de proceder con los requisitos que deba contener.
c) Documento acreditativo de la existencia del crédito.
d) Pliego de prescripciones técnicas que determine con 

exactitud las características del suministro, su importancia 
económica, así como los plazos en que el trabajo deberá estar 
cumplido.

e) Intervención crítica del gasto.
f) Aprobación por la Autoridad correspondiente.

Si la elaboración o fabricación de los bienes es realizada 
por servicios que no dependan directamente del Departamento 
inversor, se incorporará antes del informe crítico del gasto 
un documento con la conformidad expresa para llevar a cabo 
el suministro por el servicio correspondiente.

En ambos casos previstos en el présente artículo, del cum­
plimiento de las prescripciones técnicas responderán los Jefes 
de las instalaciones o talleres a cuyo cargo esté directamente 
la ejecución.

Art. 283. Los servicios del Estado sólo podrán mantener 
bienes en almacén o reserva en la cantidad estrictamente 
necesaria para garantizar un abastecimiento regular.

Exceptúase de este principio los almacenamientos fundados 
en razones de interés militar.

En el documento que obre en el expediente justificativo de 
la necesidad del suministro, se hará constar que el servicio 
correspondiente no posee en almacén bienes suficientes para 
cubrir sus necesidades, siendo oportuna para ello su adqui­
sición.

LIBRO II

TITULO PRIMERO

De la clasificación y registro de los empresarios 

CAPITULO PRIMERO

DE LA CLASIFICACION Y REGISTRO DE LOS CONTRATISTAS 
DE OBRAS

Sección 1.ª De las Empresas que pueden optar a la clasificación 
y de las bases para la misma

Art. 284. Para contratar con el Estado la ejecución de 
una obra de presupuesto superior a 5.000.000 de pesetas será 
requisito indispensable que el contratista haya obtenido pre­
viamente la correspondiente clasificación.

El límite establecido de 5.000.000 de pesetas podrá ser ele­
vado o disminuido por disposición del Ministerio de Hacienda 
con arreglo a las exigencias de la coyuntura económica.

De conformidad oon lo dispuesto en el artículo 23 de este 
Reglamento, los contratos celebrados en contravención de lo 
dispuesto en el presente artículo serán nulos, salvo lo esta­
blecido en el artículo siguiente (artículo 98 L. C. E.).

Art. 285. La celebración de contratos de cuantía superior 
a 5.000.000 de pesetas con personas naturales o jurídicas que 
no estén clasificadas y que se estime conveniente a los intere­
ses públicos por los Jefes de los Departamentos ministeriales 
respectivos, tendrá que ser autorizada por el Consejo de Mi­
nistros, previo informe de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa (artículo 106 L. C. E.).

Art. 286. Podrán ser clasificados como contratistas de obras 
del Estado y de sus Organismos autónomos las personas natura­
les o jurídicas españolas que no se encuentren incursas en algu­
na de las prohibiciones que para contratar cop el Estado es­
tablece el artículo 23 de este Reglamento.

Las personas naturales o jurídicas extranjeras podrán ser 
clasificadas cuando cumplan los requisitos que preceptúan los 
artículos 23 y 24 de este Reglamento.

Art. 287. La clasificación de las Empresas se hará con arreglo 
a sus características fundamentales y determinará la categoría 
de los contratos a cuya adjudicación pueden concurrir u op­
tar por razón del objeto y cuantía de los mismos, pudiéndose 
tener en cuenta, además, el total volumen de obra que puedan 
concertar para su simultánea ejecución (artículo 99 L. C. E.).

Caracterizan fundamentalmente a las Empresas a los efec­
tos de su clasificación los medios personales, reales y eco­
nómicos que tengan con carácter permanente en el territorio 
nacional, así como su experiencia constructiva derivada de 
los trabajos que hayan realizado en cualquier país.

El Ministro de Hacienda, a propuesta de la Comisión de 
Clasificación, determinará por Orden ministerial las normas 
o condiciones que habrán de tomarse como base para efectuar 
la clasificación.

Art. 288. Las agrupaciones temporales de contratistas a que 
se refiere el artículo 26 de este Reglamento serán clasificadas 
mediante la acumulación de las características de cada uno 
de los asociados, expresadas en sus respectivas clasificaciones.

No obstante, dichas agrupaciones podrán obtener clasifi­
cación especial para casos determinados, mediante expediente 
sumario, tramitado a petición de los interesados (artícu­
lo 101 L. C E ).

Esta clasificación especial versará preferentemente so­
bre los bienes, situados o no en territorio nacional, que la 
agrupación se compromete a utilizar en la ejecución de deter­
minadas obras en el caso de serle adjudicado el contrato.

Cuando no se haya solicitado ni obtenido la clasifica­
ción especial de la agrupación, se entenderá, como clasifica­
ción de ésta, a los efectos de licitación y adjudicación del 
contrato, la que resulte de aplicar lo establecido en el pri­
mer párrafo de este artículo.

Sección 2.a De los tipos de obras

Art. 289. Para la debida fijación del objeto de un contrato 
de obras se establecen los grupos generales siguientes de tipos 
de obras:

A. Movimiento de tierras y perforaciones.
B. Puentes, viaductos y grandes estructuras.
C. Edificaciones.
D. Ferrocarriles.



E. Hidráulicas.
F. Marítimas.
G. Viales y pistas.
H. Transporte de productos petrolíferos y gaseosos.
I. Instalaciones eléctricas.
J. Instalaciones mecánicas.
K. Especiales.

Estos grupos generales pueden subdividirse en subgrupos 
determinativos de naturaleza más particular de tipos de obras.

Art. 290. El contratista clasificado para optar a un contrato 
de obra que corresponda a un tipo de los establecidos como gru­
po en el artículo anterior quedará automáticamente clasifi­
cado también en los subgrupos que se establezcan del mismo, 
con las excepciones que puedan derivarse de la propia natu­
raleza de las obras especiales, en que no cabe una clasifi­
cación general.

Un Contratista podrá ser clasificado en varios grupos o 
subgrupos diferentes, siempre que acredite idoneidad sufi­
ciente para ejecutar los tipos de obras que correspondan a 
cada uno de ellos.

Sección 3.a De la categoría de los contratos

Art. 291. A los contratistas clasificados en uno o varios gru­
pos o subgrupos les será fijada en cada uno de ellos la. catego­
ría de los contratos de obras del Estado a los que podrán 
optar.

La clasificación respecto a una determinada categoría den­
tro de un grupo o subgrupo capacita al contratista para poder 
optar a cualquier contrato de obra del tipo que corresponda 
a ese grupo o subgrupo, siempre que el contrato sea de categoría 
igual o inferior a la por él obtenida.

Art. 292. La categoría de los contratos.de ejecución de obras 
del Estado vendrá determinada por la cuantía de su presupuesto 
relacionada con su plazo de ejecución, o sea, por el valor 
que represente para su anualidad media.

Art. 293. La Administración, al aprobar técnicamente los 
proyectos de obras, fijará los grupos y subgrupos en que deben  
estar clasificados los contratistas que en su día opten a la 
adjudicación del contrato, teniendo en cuenta para ello la 
propuesta de la clasificación exigióle redactada, en base a 
las disposiciones dictadas en materia de clasificación por 
el autor del proyecto, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 63, B)1 de este Reglamento, y, en su defecto, el informe 
que emitan al respecto las correspondientes oficinas de Su­
pervisión de Proyectos. Se tendrá en cuenta, además:

a) Antes de anunciarse la licitación, la Administración fi­
jará las categorías de cada contrato en los referidos sub­
grupos, de acuerdo con lo establecido en el artículo ante­
rior.

b) Los órganos de contratación harán constar en el pliego 
de cláusulas y en el anuncio de la licitación la clasifica­
ción exigible a los licitadores, en concordancia con la que 
haya fijado la Administración, de acuerdo con los dos párrafos 
anteriores.

c) Si los actos de aprobación no contuvieren la clasifica­
ción exigible, los órganos de contratación la determinarán, 
previos los informes que estimen oportunos, y la harán cons­
tar en los documentos antes mencionados.

d) Se procurará, con el fin de no limitar inútilmente la 
concurrencia, el no exigir la clasificación en grupos cuando la 
naturaleza de la obra permita como suficiente la clasificación 
en uno o varios subgrupos.

e) Para la fijación de la clasificación exigible, los órganos 
de la Administración se ajustarán a las normas que se hallen 
vigentes en materia de clasificación.

f) Cuando los expresados órganos hagan uso de cualquier ex­
cepción prevista en las referidas normas, deberán justificarla 
en el expediente, previo informe de la oficina de Supervisión 
de Proyectos.

g) No debe utilizarse el requisito de la clasificación como 
procedimiento para conseguir fines de selección de licitado- 
res que están reservados, en su caso, al trámite de la admisión 
previa.

h) Cuando los pliegos de cláusulas particulares no esta­
blezcan plazos parciales para la ejecución de las obras corres­
pondientes a los distintos subgrupos, deben tomar como plazo 
de ejecución de las mismas, a los efectos del cálculo de las 
categorías respectivas exigióles, el plazo total de ejecución del 
contrato.

Art. 294. La categoría de un contrato podrá no ser única 
para su totalidad cuando su objeto sea la ejecución de un con­
junto de obras de distinta naturaleza. En este caso se podrán 
determinar categorías parciales correlativas con los varios tipos 
de obras que comprenda el contrato sobre la base de las anua­
lidades medias parciales de cada tipo de obras.

Sección 4.a Del límite máximo de contratación

Art. 295. Para determinar el total volumen de obra que las 
Empresas puedan concertar con el Estado para su simultánea 
ejecución se tendrán en cuenta todas las circunstancias si­
guientes:

a) Obra a ejecutar anualmente por la Empresa.
b) Previsión adecuada de obra en cartera.
c) Obra desarrollada por la Empresa en ejercicios ante­

riores y previsión de una prudencial expansión de su actividad.
d) Necesidades de la Administración para lograr una nor­

mal concurrencia (artículo 99 L. C. E).

Art. 296. El límite máximo de contratación no se estable­
cerá hasta que así lo acuerde el Ministro de Hacienda a pro­
puesta de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, 
teniendo en cuenta la coyuntura económica.

Sección 5.a De la tramitación de los expedientes 
de clasificación

Art. 297. Los expelientes de clasificación serán instruidos 
a instancia de los contratistas interesados, que deberán soli­
citar explícitamente las clasificaciones a que opten.

Los expedientes de clasificación se instrumentarán median­
te un formulario-modelo que al efecto establecerá el Ministerio 
de Hacienda, a propuesta de la Comisión de Clasificación, re­
ferente entre otros a los siguientes extremos:

1. Características constitutivas de la Empresa en orden a 
su naturaleza y personas que tengan encomendada su admi- 
nistración y dirección.

2. Relación del personal técnico y administrativo al servi­
cio de la Empresa, con expresión, en su caso, de su experiencia 
en la ejecución de obras. 

3. Parque de maquinaria y de equipos especiales de que 
disponga la Empresa de utilización en los distintos tipos de 
obra para los que solicita clasificación.

4. Experiencia constructiva justificada por relación de obras 
ejecutadas por la Empresa, con especificación de los distintos 
tipos de las mismas y de sus respectivos presupuestos.

5. Medios financieros de que dispone.

Al citado formulario-modelo se acompañarán los documen­
tos acreditativos de los extremos anteriores, certificado de 
inscripción en el Registro correspondiente del Ministerio de 
Industria y, en su caso, carnet de Empresa con responsabilidad 
expedido por la Organización Sindical.

También se acompañará el informe del Sindicato Provincial 
competente, que versará sobre el conjunto de la petición y 
en especial sobre la procedencia de las clasificaciones solici­
tadas.

Art. 298. Las solicitudes de .clasificación serán presentadas 
en la Delegación de Hacienda (Sección del Patrimonio del Es­
tado) correspondiente al domicilio social del contratista, la cual 
las remitirá a la Secretaría de la Junta Consultiva de Contra­
tación Administrativa del Ministerio de Hacienda.

Art. 299. Los expedientes de clasificación deberán ser infor­
mados por los Departamentos ministeriales que se estimen idó­
neos, según los tipos de obra de que se trate, en un plazo 
máximo de quince días, y a la vista de lo que resulte de los in­
formes evacuados, el Secretario de la Junta someterá al exa­
men de la Comisión de Clasificación la resolución que proceda, 
en el término también de quince días.

Art. 300. Las peticiones de clasificación especial para un 
contrato determinado, a que se refiere el artículo 288, se tra­
mitarán en expediente sumario siempre que los interesados se 
encuentren clasificados con carácter general, presentando la 
solicitud justificativa de sus pretensiones directamente en la 
Secretaría de la Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva, la que elevará propuesta de resolución a la primera reunión 
que celebre la Comisión de Clasificación.

Art. 301. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva, y en su nombre la Comisión de Clasificación, podrá so­
licitar en cualquier momento de las Empresas clasificadas o 
pendientes de clasificación los informes técnicos y financieros 
que estime necesarios para comprobar las declaraciones y he-



chos manifestados en los expedientes que tramite. A estos 
meros efectos podrá desplazar a las oficinas e instalaciones de 
las referidas Empresas los funcionarios de la Junta que estime 
conveniente.

También podrá solicitar informe de los Departamentos in­
versores sobre los mismos extremos mencionados (artículo 105 
L. C. E.).

Sección 6.a De la Comisión de Clasificación, y de la resolución 
de los expedientes

Art. 302. Los acuerdos de clasificación se adoptarán por la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa, en la que 
se constituirá una Comisión Clasificadora que, por delegación 
permanente de ella, entenderá de cuantos expedientes se re­
lacionen con la clasificación de Contratistas (artículo 100 

L. C. E.).

Art. 303. La Comisión de Clasificación estará compuesta del 
siguiente modo: 

El Presidente, el Vicepresidente y el Secretario de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, que desempeñarán 
 análogos cargos en la Comisión. 

Nueve Vocales de la citada Junta Consultiva de los nombra- 
 dos, respectivamente, por cada uno de los Ministerios del Ejér- 
 cito, de Marina, de Educación y Ciencia, de Obras Públicas, 
de Industria, de Agricultura, del Aire, de la Vivienda y por 
la Organización Sindical. Estos Vocales serán elegidos por aqué­
lla entre los que tengan la condición de facultativos.

Dos Vocales elegidos en igual forma que los anteriores, en­
tre los nombrados libremente por el Ministerio de Hacienda.

Dos Vocales, representantes de los Contratistas, designados 
por el Sindicato Nacional de la Construcción.

También formarán parte de la Comisión con el carácter de 
Asesores Técnicos el Jefe de la Sección Facultativa de la Se­
cretaría de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
y los Técnicos titulados superiores que designe dicha Secreta­
ría de entre los adscritos a la Sección Facultativa.

Art. 304. El Presidente de la Comisión podrá delegar sus 
funciones con carácter general en el Vicepresidente de la misma.

El Vicepresidente, el Secretario y los Vocales anteriormente 
citados tendrán sus respectivos suplentes designados por el De­
partamento ministerial correspondiente y por el Sindicato Na­
cional de la Construcción, que habrán de tener también la 
condición de facultativos cuando ésta sea exigida en los titu­
lares, para los casos de ausencia, vacante, enfermedad, absten­
ción o recusación del titular.

Art. 305. La Comisión de Clasificación se reunirá cuantas 
veces lo requieran las necesidades del servicio, siendo precisa 
la asistencia de la mayoría de los Vocales para que pueda 
tomar acuerdos.

Todos los componentes de la Comisión tendrán voz y voto, 
excepto los Asesores técnicos, que solamente tendrán voz, de­
cidiéndose las cuestiones por régimen de mayoría. El voto 
del Presidente será de calidad a los efectos de dirimir los em­
pates que puedan tener lugar.

Art. 306. Los acuerdos de clasificación adoptados harán cons­
tancia de los tipos de obra que el contratista puede concertar 
con el Estado, la categoría máxima dé los contratos correspon­
dientes a cada uno de aquellos a los que puede concurrir, así 
como el plazo de vigencia de la misma que no deberá ser su­
perior a cuatro años.

También se fijarán, en su caso, el importe máximo del vo­
lumen de obra que el contratista puede llegar a concertar con 
el Estado para su simultánea ejecución.

Las resoluciones que denieguen, total o parcialmente, lo so­
licitado tendrán que ser motivadas:

Art. 307. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva podrá denegar la clasificación de aquellas Empresas en las 
que, a la vista de las personas que las rigen, pueda presumirse 
que son una continuación, transformación o fusión de otras 
Empresas que hayan sido sancionadas con la suspensión o anu­
lación de su clasificación como contratista de obras del Es­
tado (artículo 103 L. C. E.).

Art. 308. Los acuerdos de clasificación y de revisión adop­
tados por la Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva podrán ser impugnados en alzada ante el Ministro de Ha­
cienda, y contra la decisión de éste habrá lugar a recurso 
contencioso-administrativo, con arreglo a lo dispuesto por la 
Ley reguladora de dicha jurisdicción.

Las resoluciones sobre suspensión o anulación de clasifi­
cación serán recurribles en la vía contencioso-administrativa 
(artículo 104 L. C. E.).

Art. 309. Los acuerdos de clasificación serán notificados 
directamente al empresario interesado y simultáneamente se 
dará cuenta al Ministerio de Industria de cuantos datos re­
sulten precisos para su debida inscripción en el Registro Ofi­
cial de Contratistas dependiente del citado Departamento.

Art. 310. En el Registro Oficial de Contratistas existente 
en el Ministerio de Industria serán inscritos todos aquellos 
empresarios que hayan sido clasificados por el Ministerio de 
Hacienda, a los tienes establecidos por esta Legislación. En 
la inscripción se expresará el contenido de la clasificación 
respectiva.

A tal efecto se creará en dicho Registro una Sección es­
pecial (artículo 107 L. C. E.).

Artículo 311. La inscripción en el Registro Oficial de Con­
tratistas de los clasificados por el Ministerio de Hacienda 
hará constancia de los datos siguientes:

1. Nombre y domicilio social del empresario.
2. Nombre y apellidosr en su caso, de las personas capa­

citadas legalmente para obligar a la Empresa.
3. Tipos de obra en los que se encuentra clasificado el 

contratista, con expresión de la categoría del máximo con­
trato de cada una de ellas a que puede optar.

4. Importe máximo, en su caso, del volumen de obra que 
el contratista puede llegar a concertar con el Estado para su 
simultánea ejecución.

5. Plazo de vigencia de la clasificación.

Los datos anteriores serán públicos para cuantos acredi­
ten interés legítimo en su conocimiento.

No obstante, la Junta Consultiva de Contratación Ad­
ministrativa podrá acordar la publicación de las clasifica­
ciones concedidas a las Empresas que la hayan solicitado si 
así lo estima oportuno.

Art. 312. La presentación de los certificados de clasifica­
ción expedidos por el Registro Oficial de Contratistas o copia 
autenticada del mismo eximirá a los empresarios, en todas 
las licitaciones de obras de la Administración, de presentar 
otros documentos probatorios de su personalidad y capacidad 
jurídica, técnica o financiera y cualesquiera otros cuya ex­
clusión esté dispuesta por las normas específicas sobre cla­
sificación de contratistas, salvo los especiales que se exijan 
expresamente en el pliego de cláusulas administrativas parti­
culares correspondientes.

Sección 7.a De los expedientes de revisión

Art. 313. Las clasificaciones acordadas por la Junta Con­
sultiva de Contratación Administrativa serán revisables a 
petición de los interesados o de la Administración en cuanto 
dejen de ser actuales las bases tomadas para establecerlas 
(artículo 100 L. C. E.).

En todo caso, transcurrido el plazo de vigencia de los 
acuerdos de clasificación, la Empresa interesada deberá pro­
mover expediente de actualización de la primitiva declara­
ción, al objeto de la prórroga o modificación de las clasifi­
caciones concedidas.

Art. 314. Los empresarios clasificados pueden promover ex­
pediente de revisión de la clasificación o clasificaciones an­
teriormente obtenidas tan pronto aumente o mejore su ap­
titud técnica o su situación financiera, quedando obligados a 
promoverlo, si, por en contrario, experimentara una u otra 
disminución suficientemente importante para hacer variar su 
clasificación o clasificaciones.

Los expedientes de revisión promovidos por los contratis­
tas interesados se tramitarán de igual forma y con los mismos 
requisitos que los expedientes de clasificación ordinarios.

Art. 315. La Junta Consultiva de Contratación Administrati­
va, por iniciativa propia, a instancia del Ministerio de Industria 
o de cualquier órgano contratante de la Administración, podrá 
revisar de oficio las clasificaciones acordadas a los contra­
tistas de obras en cuanto tenga conocimiento de la existencia 
de causas que presumiblemente las modifique en un sentido 
más restrictivo. A estos efectos los expresados órganos do 
contratación deberán informar a la Junta de cuantas cir­
cunstancias conozcan relacionadas con la capacidad técnica 
o financiera de las Empresas que pueda significar reducción 
de la clasificación concedida.

Estos expedientes de revisión se instruirán por la Se­
cretaría de la Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva, siendo preceptivo el informe del Sindicato Nacional com­
petente y de los órganos de la Administración que hubiesen 
contratado con el empresario la ejecución de obras con pos­
terioridad a la última clasificación acordada para el contra-
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tista de que se trate. Del expediente instruido se dará vista 
al interesado en el momento inmediatamente anterior a que 
por la citada Secretaría se efectúe la propuesta que proceda 
a la Comisión de Clasificación.

Sección 8.a De ios expedientes de suspensión y anulación 
de clasificaciones

Art. 316. El Ministro de Hacienda, a propuesta de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, y previa forma­
ción de expediente administrativo con audiencia del intere­
sado, podrá disponer la suspensión temporal de las clasifi­
caciones acordadas o la anulación definitiva de las mismas.

Serán causas de suspensión temporal, por un tiempo de­
terminado no superior a un año, las siguientes:

1.a Infracción culposa de las condiciones establecidas en 
un contrato obras, den o no lugar a la resolución del 
mismo, con declaración de culpabilidad del contratista.

2.a Falsedad en las informaciones o declaraciones a los 
órganos de la Administración competentes por la naturaleza 
de las obras o a la Junta Consultiva de Contratación Ad­
ministrativa.

3.a  No promover expediente de revisión de clasificación
en los casos de disminución importante de su capacidad téc­
nica o financiera (artículo 102 L. C. E.). 

Producirán la suspensión temporal, durante cinco años, 
las causas siguientes:

1.a El haber sido objeto de sanción firme en dos o más 
expedientes tributarios por defraudación, con las circunstan­
cias expresadas en el apartado 2 del artículo 23 de este Re­
glamento.

2.a Incurrir en alguna de las circunstancias señaladas en 
los apartados 3 y 5 del artículo 23 de este Reglamento.

Producirán la suspensión indefinida en tanto subsistan las 
causas, las siguientes:

1.a La disminución notoria y continuada de las garantías 
técnicas, financieras o comerciales del empresario que hagan 
peligroso para los intereses públicos su colaboración en las 
obras del Estado, sin perjuicio de que haya tenido lugar la 
revisión de las clasificaciones acordadas con anterioridad.

2.a Estar procesado el empresario por delitos de falsedad 
o contra la propiedad.

3.a Incurrir en alguna de las circunstancias relativas a 
suspensión de pagos o procedimiento de apremio señaladas 
en el apartado 2, 6 y 7 del artículo 23 de este Reglamento.

4. a Incurrir en alguna de las circunstancias señaladas en 
los apartados 6 y 7 del artículo 23 de este Reglamento.

Darán lugar a la anulación definitiva los motivos siguientes:

 l. Infracción dolosa en el cumplimiento de un contrato de 
obras.

2. Haber sido condenado el empresario mediante sentencia 
firme por delitos de falsedad o contra la propiedad.

3. Incurrir en la situación señalada en el apartado cuarto 
del anteriormente cita lo artículo 23 de este Reglamento.

La suspensión temporal de la clasificación implicará la 
pérdida de todos los derechos derivados de la misma en 
tanto aquélla subsista, y la anulación definitiva, la baja en el 
Registro correspondiente (artículo 102 L. C. E.).

Art. 317. Los expedientes de suspensión temporal de las 
clasificaciones acordadas o la anulación definitiva de las 
mismas serán instruidos a petición del órgano de la Adminis­
tración que hubiese adjudicado el contrato en el que se pro­
duzcan causas de presumible sanción o por la propia Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa cuando afecten a 
las condiciones o circunstancias generales del propio em­
presario.

En estos expedientes será también preceptivo el informe 
del Sindicato Nacional competente, y serán tramitados por la 
Secretaría de la Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva, dándose vista de los mismos a los interesados en igual 
momento que el señalado para los expedientes de revisión de 
clasificaciones.

Sección 9.a Normas finales

Art. 318. Los expedientes de clasificación y sus revisiones, 
así como las actuaciones del Registro Oficial de Contratistas, 
no generarán en ningún caso tasa o pago alguno para los 
empresarios interesados (artículo 108 L. C. E.).

Art. 319. El Ministro de Hacienda, a propuesta de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, dictará las dis­
posiciones complementarias y de procedimiento precisas para 
la clasificación de los contratistas de. obras del Estado.

El Ministerio de Industria procederá en igual forma con 
las que afecten a la reorganización y funcionamiento del Re­
gistro Oficial de Contratistas.

CAPITULO II

DE. LA CLASIFICACION DE LOS EMPRESARIOS DE SUMINISTROS

Art. 320. Las normas de clasificación contenidas en el 
capítulo anterior podrán hacerse extensivas a los contratos de 
suministros por acuerdo del Gobierno, teniendo en cuenta 
las peculiaridades que de aquéllos se derivan (artículo 109 
L. C. L.)

Art. 321. El acuerdo del Gobierno se dictará mediante De­
creto, a propuesta del Ministro de Hacienda, y determinará 
la fecha y condiciones en que el requisito de clasificación 
será exigióle a los empresarios de suministros.

La clasificación se llevará a cabo con arreglo a las bases 
que determinan los artículos siguientes.

Art. 322. Será precisa la clasificación para contratar su­
ministros con el Estado, cuyo precio o presupuesto total, 
según los casos, exceda de 5.000.000 de pesetas.

Este límite podrá ser elevado o disminuido por disposición 
del Ministro de Hacienda con arreglo a las exigencias de la 
coyuntura económica.

Art. 323. . Podrán optar a la clasificación de suministra­
dores o proveedores del Estado los empresarios, personas na­
turales o jurídicas, que no se encuentren incursos en alguna 
de las prohibiciones que para contratar con el Estado esta­
blece el. artículo 23 de este Reglamento y que acrediten ido­
neidad técnica y financiera en el expediente instruido al 
efecto.

Art. 324. A los efectos de' la clasificación se distinguirán 
los siguientes grupos de bienes:

1. Alimentación y productos agrícolas.
2. Vestuario y equipo personal.
3. Mobiliario y material de oficina.
4. Aparatos, maquinaria y herramientas.
5. Combustibles sólidos, gas y electricidad.
6. Materiales de construcción.
7. Artículos textiles y plásticos.
8. Productos químicos y farmacéuticos.
9. Construcción de naves y aeronaves y fabricación de 

vehículos.
10. Suministros especiales.

Estos grupos generales ce podrán dividir en subgrupos aten­
diendo a la naturaleza de los bienes.

Art. 325. La categoría de los contratos se fijará a la vista 
de la naturaleza de los bienes comprendidos en cada grupo.

Salvo casos especiales, no habrá lugar a la determinación 
de un límite de máxima contratación.

Art. 326. Las solicitudes de clasificación se presentarán a 
través de las Juntas de Compras constituidas en cada Minis- 
Terio u Organismo autónomo donde el empresario venga reali­
zando el mayor volumen de suministros, que con su informe 
las remitirá a la Junta Consultiva de Contratación Adminis­
trativa.

Art. 327. Los expedientes de clasificación se resolverán por 
la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, en la que 
se constituirá una Comisión de Clasificación de Suministrado­
res del Estado que, por delegación permanente de ella, enten­
derá de cuantos expedientes se relacionen con la clasificación.

Art. 323. Los acuerdos de clasificación serán dictados por 
la. Junta Consultiva de Contratación Administrativa bajo la 
misma forma y efectos que establece el capítulo anterior para 
los contratistas de obras.

Art. 329. En el Ministerio de Industria se organizará un 
Registro Oficial de Suministradores del Estado, donde se cons­
tatarán aquellos empresarios que hayan obtenido la clasifi­
cación.

Art. 330. Las normas contenidas en el capítulo anterior 
sobre necesidad, efectos, revisión y anulación de clasificacio­
nes serán de aplicación al contrato de suministro en cuanto 
no se opongan a las establecidas en el presente.



Art. 331. Cuando el Gobierno acuerde la exigencia del re­
quisito de clasificación incumbirá al Ministerio de Hacienda, 
a propuesta do la Junta Consultiva de Contratación Adminis­
trativa,. dictar las medidas complementarias que puedan ser 
precisas para el desarrollo del servicio.

TITULO II

Del Registro de Contratos

Art. 332. Se crea en el Ministerio de Hacienda, bajo la 
dependencia directa de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa, un Registro de Contratos que permita a la 
Administración un exacto conocimiento de los por ella cele­
brados, así como de las incidencias que origine su cumpli­
miento (art. 110 L. C. E.).

Art. 333. En el Registro de Contratos se tomará nota, con 
las precisiones oportunas, de los siguientes aspectos;

1. Los contratos que formalice- la Administración, de con­
formidad con el presente Reglamento, de cuantía superior a 
5.000.000 de pesetas.

2. Sus modificaciones contractuales y sus prórrogas.
3. El cumplimiento o, en su caso, la resolución de estos 

contratos.

El Registro de Contratos se organizará en la Secretaría de 
la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

Art. 334. El órgano que haya formalizado el contrato estará 
obligado a enviar a la Secretaría de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, a través de los Servicios de la 
Intervención del Estado, una copia autorizada de la escritura 
notarial del contrato dentro del plazo de un mes contado a 
partir de la fecha de su otorgamiento.

Se unirá al documento anterior, a los efectos estadísticos, 
una nota expresiva de las características esenciales del con­
trato, ajustada al modelo que establezca el Ministerio de Ha­
cienda.

El órgano contratante deberá además acompañar un ex­
tracto del expediente administrativo que lo haya producido, a 
efectos del cumplimiento del artículo 18 de este Reglamento, 
que constatará las circunstancias que se expresan en el mismo.

Art. 335. De los actos administrativos de modificación, pró­
rrogas, resolución, liquidación provisional y conclusión de los 
contratos se informará a la citada Secretaría por el Organo que 
los haya acordado o aprobado, a través de los servicios de la 
Intervención del Estado que actúa cerca del referido Organo, 
dentro del plazo de quince días, a partir de su aprobación.

El Ministerio de Hacienda establecerá el oportuno modelo al 
que deberán ajustarse las comunicaciones de los referidos actos 
administrativos.

Art. 336. Los datos del Registro estarán, de manifiesto para 
los Organos inversores de la Administración del Estado. Tam­
bién lo estarán para los particulares que acrediten interés legí­
timo en su conocimiento, a juicio de la Secretaría de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa.

Art. 337. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
procederá al examen de los contratos registrados así como dé 
sus incidencias, con el fin de promover, en su caso, las normas o 
medidas de carácter general que considere procedentes para la 
mejora del sistema de contratación en sus aspectos administra­
tivos, técnicos y económicos.

Si del estudio de un contrato o grupo de contratos se dedu­
jeren conclusiones de interés para la Administración, la Junta 
Consultiva podrá exponer directamente al Organo u Organos 
contratantes las recomendaciones pertinentes.

Cuando los contratos tengan un importe inicial superior a 
cinco millones de pesetas, la Junta Consultiva los elevará al 
Ministro de. Hacienda, juntamente con el extracto del expe­
diente, para su posterior remisión al Tribunal de Cuentas (ar­
tículo 111 L. C. E.).

Art. 338. A los efectos señalados en el artículo anterior, se 
podrán constituir en el seno de la Junta Consultiva ponencias 
especializadas que de una forma permanente estudiarán el sec­
tor de la contratación que se les confíe. Del mismo modo podrá 
aquélla realizar encuestas e investigaciones sobre asuntos de­
terminados, con sujeción a sus normas orgánicas funcionales.

Los Departamentos inversores crearán Comisiones de Con­
tratación, que tendrán como función principal, procurar la me­
jora de los procedimientos de contratación en sus aspectos 
económico y administrativo, estudiar y proponer las medidas 
idóneas para su perfeccionamiento, mantener una coordinación

con la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, pro­
mover la unificación de criterios en la contratación del Depar­
tamento y cualquier otra función que le confíe el Ministro.

A las Comisiones de Contratación podrán asistir, cuando sean 
invitados, representantes de la Junta Consultiva y de la Orga­
nización Sindical.

. Art. 339. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva elevará anualmente al Gobierno a través del Ministro de 
Hacienda una Memoria donde se analice la gestión contractual 
del Estado en sus aspectos administrativo, económico y técnico 
y donde se propondrán las medidas adecuadas para una cons­
tante mejora del sistema. De dicha Memoria se enviará una 
copia a los Ministerios afectados para su conocimiento.

LIBRO III 

TITULO UNICO

De las fianzas y demás garantías en los contratos del Estado 

CAPITULO PRIMERO

DE LA FIANZA Y DEMAS GARANTIAS EN EL CONTRATO DE OBRAS 

Sección 1.a De la fianza provisional

Art. 340. Será requisito necesario para acudir a las subastas, 
concurso-subastas o concursos que tengan por objeto la adjudi­
cación de obras del Estado el acreditar la consignación previa 
de una fianza provisional equivalente al 2 por 100 del presupues­
to total de la obra constituida en metálico o títulos de la Deuda 
Pública, en la Caja General de Depósitos o en sus sucursales.
También será admitido a dichos efectos el afianzamiento me­
diante aval constituido en la forma establecida en este Regla­
mento (artículo 112 L. C. E.).

Art. 341. De conformidad con lo dispuesto en la disposición 
final cuarta de la Ley de Contratos del Estado, está autorizado 
el Gobierno, si así lo estima conveniente, para dispensar la 
prestación de fianza provisional en las licitaciones de contratos 
de obras a aquellos contratistas que hayan obtenido una deter­
minada clasificación por el Ministerio de Hacienda.

En todo caso, quedan exceptuadas del requisito de constitu­
ción de fianza provisional para optar a la adjudicación de un 
contrato de obras aquellas Entidades que tengan concedido este 
privilegio por Ley.

Art. 342. En los casos en que con arreglo a esta legislación 
se consigne en sobre cerrado el presupuesto del contrato, se 
fijará estimativamente el importe de la fianza provisional (ar­
tículo 112 L. C. E.).

La misma regla se aplicará en aquellos concursos en que no 
sea posible la fijación previa de un presupuesto definitivo antes 
de la licitación.

Art. 343. Serán admitidos como fianza provisional los valores 
que tengan concedido este beneficio por disposición del Gobier­
no y, en todo caso, los emitidos o avalados por el Estado.

Art. 344. Cuando las fianzas se constituyan en valores o en 
metálico habrá de acompañarse, conforme al artículo 97 de este 
Reglamento, el resguardo justificativo de su ingreso en la Caja 
General de Depósitos.

Art. 345. Si la fianza provisional es prestada mediante aval, 
habrá de cumplir éste los requisitos establecidos en la sección 
cuarta de este capítulo.

El documento donde conste el aval deberá presentarse, para 
que surta sus efectos, formando parte de la documentación que 
acompañe a la proposición que formule el empresario.

Art. 346. La fianza a que se refiere esta sección será devuel­
ta a los interesados inmediatamente después de la adjudicación 
provisional del contrato en los casos de subasta o concurso-su­
basta o de la adjudicación única cuando se proceda por con­
curso. La fianza prestada por el adjudicatario quedará retenida 
hasta la formalización del contrato (artículo 112 L. C. E.).

A estos efectos, cuando se hayan prestado las garantías me­
diante aval, el Presidente de la Mesa procederá con el corres­
pondiente al adjudicatario a constituir, en el plazo de cinco 
días hábiles, su depósito en la Caja General o en sus sucursales 
y a cancelar en el propio acto los de los restantes licitadores.

En el caso de presunción de baja temeraria del adjudicatario 
provisional y hasta que la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa remita el informe correspondiente, deberá, rete­
nerse también la fianza provisional al mejor postor de los que 
no estén incursos en presunción de temeridad.



Art. 347. De conformidad con el artículo 120, si el adjudica­
tario no cumple las condiciones exigidas para la formalización 
del contrato en la fecha señalada o no constituyera dentro del 
plazo la fianza definitiva y, en su caso, la complementaria por 
causas a él imputables, la Autoridad que hubiera de formalizar 
el contrato oficiará a la Caja General o a la sucursal donde 
quedó constituida la fianza provisional para que proceda a rea­
lizar su ingreso en el Tesoro Público, previa deducción de los 
gastos que la licitación haya ocasionado. A este fin se adjuntar  
al oficio el resguardo del depósito.

Art. 348. Cuando la fianza se hubiese constituido por aval y 
el contratista quede incurso en pérdida de la misma, el Admi­
nistrador de la Caja General o el Delegado de Hacienda, si está 
constituida en una sucursal, requerirá a la Entidad que haya 
otorgado el afianzamiento para que en el plazo improrrogable 
de quince días efectúe el ingreso en el Tesoro  Público de la 
cantidad garantizada.

Art. 349. En el caso de que el Gobierno haga uso de la fa­
cultad conferida en la disposición final cuarta de la Ley de 
Contratos del Estado, deberá acreditar el empresario que osten­
ta la clasificación requerida.

Al empresario clasificado que goce de dispensa de fianza 
provisional y que incurra en lo establecido en el  párrafo se­
gundo del artículo 120 de este Reglamento, se le instruirá él 
expediente previsto en el artículo 311 del mismo, sin perjuicio 
de abonar al Estado una indemnización por el importe de la 
fianza provisional correspondiente. A estos efectos el Organo 
de gestión dará cuenta del caso a la Comisión de Clasificación.

Sección 2.a De la fianza definitiva y complementaria

Art. 350. Los adjudicatarios de los contratos de obras del 
Estado estarán obligados a constituir una fianza definitiva por 
el importe del 4 por 100 del presupuesto total de la obra, en 
metálico o títulos de la Deuda Pública, cualquiera que haya sido 
la forma de adjudicación del contrato.

El Ministro de Hacienda queda facultado para ampliar la 
aplicación del aval como medio de garantía al supuesto a que 
se refiere el párrafo anterior (artículo 113 L. C. E.).

Art. 351. Se entenderá por presupuesto total de la obra, a los 
efectos de determinación del importe de la fianza, el establecido 
por la Administración como base de la licitación. Unicamente 
en aquellos concursos en los que la Administración no haya 
hecho previa fijación de presupuesto será considerado, a los 
efectos anteriores, el presupuesto de adjudicación.

El importe efectivo de las fianzas que se constituyan en va­
lores se determinará tomando como base la cotización oficial 
de ellos en el último día anterior al de constitución del depósito. 
Si los valores son amortizables se computarán por su valor no­
minal.

Art. 352. El ejercicio de la facultad concedida al Ministro de 
Hacienda para ampliar la aplicación fiel aval se verificará 
mediante disposiciones de carácter general y de vigencia deter­
minada.

Art. 353. Quedan exceptuadas de fianza definitiva las Enti­
dades que tengan concedido este privilegio por Ley.

Art. 354. En casos especiales, los Jefes de los Departamen­
tos ministeriales podrán establecer, además, una fianza comple­
mentaria de hasta un 6 por 100 del citado presupuesto, que 
podrá constituirse en metálico, títulos de la Deuda o mediante 
aval.

A todos los efectos, dicho complemento tendrá la considera­
ción de fianza definitiva (artículo 113 L. C. E.).

Art. 355. Se considerarán a estos efectos pasos especiales, 
entre otros, aquellos contratos en los que, dado el riesgo que 
asume la Administración por la naturaleza de la obra o su ré­
gimen de pagos, resulte aconsejable acentuar la garantía en 
favor del interés público.

Incumbe a los Jefes de los Departamentos la apreciación 
discrecional de los casos en que proceda exigir la fianza com­
plementaria.

Art. 350. Las fianzas se consignarán en la Caja General de 
Depósitos o en sus sucursales a disposición de la Autoridad ad­
ministrativa correspondiente (artículo 113 L. C. E.).

Cuando las fianzas definitivas o complementarias se consti­
tuyan mediante aval deberán depositarse éstos igualmente en la 
Caja General de Depósitos o en sus sucursales, donde quedarán 
en custodia.

Los citados centros expedirán los oportunos resguardos en 
favor de los interesados.

Art. 357. Las fianzas prestadas por personas o Entidades dis­
tintas del contratista quedan sujetas en todo caso a las mismas 
responsabilidades que si fuesen constituidas por el propio ad­
judicatario. En este supuesto, incluso cuando la fianza se preste 
mediante aval, no se podrá utilizar el beneficio de excusión a 
que se refieren los artículos 1.830 del Código Civil y concordan­
tes (artículo 114 L. C. E.). 

Art. 358. Las fianzas definitivas responderán de los siguien­
tes conceptos:

1.° De las penalidades impuestas al contratista por razón 
de la ejecución del contrato cuando aquéllas no puedan dedu­
cirse de las certificaciones.

2.° Del resarcimiento de los daños y perjuicios que el adju­
dicatario ocasionara á la Administración con motivo de la eje­
cución del contrato y de los gastos originados a la misma por 
demora del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones.

3.° A la incautación que pueda decretarse en los casos de 
resolución del contrato, de acuerdo con lo establecido en el 
mismo o con carácter general en la Legislación de Contratos 
del Estado (artículo 115 L. C. E.).

Art. 359. Cuando se hicieran efectivas a costa de la fianza 
las penalidades a que se refiere el número 1) del artículo ante­
rior o las indemnizaciones que prevé el número 2) del mismo, 
el contratista vendrá obligado a reponerla en cualquiera de las 
formas establecidas en la Legislación de Contratos del Esta­
do (artículo 110 L. C. E.).

Art. 360. Cuando a consecuencia de la modificación del con­
trato experimente variación el valor total de la obra contratada, 
se reajustará la fianza constituida en la cuantía necesaria para 
que se mantengan la debida proporcionalidad entre la fianza  
y el presupuesto de las obras (artículo 117 L. C. E.).

Art. 361. El contratista deberá acreditar, en el plazo de 
veinticinco días, contados desde que se le notifique la adjudica­
ción definitiva, la constitución de la fianza correspondiente. De 
no cumplirse este requisito por causas imputables al mismo, 
la Administración declarará resuelto el contrato.

En el mismo plazo, contado desde la fecha en que se hagan 
efectivas las penalidades e indemnizaciones a que se refiere el 
artículo 358 o se modifique el contrato, deberá reponer o ampliar 
la fianza en la cuantía que corresponda, incurriendo en caso 
contrario en causa de resolución (artículo 118 L. C. E.).

Art. 362. Todas las variaciones que experimenten las fianzas 
por razón de amortizaciones de valores, sustituciones de éstos 
o de los avales, ampliaciones y reajustes de su importe o por 
cualquier otra causa, serán formalizadas en documentos admi­
nistrativos y se incorporarán a su expediente.

Art. 363. La fianza estará primordialmente afecta a las res­
ponsabilidades mencionadas en el artículo 358, y para hacerla 
efectiva, el Estado tendrá preferencia sobre cualquier otro acree­
dor, sea cual fuere la naturaleza del mismo y el título en que 
se funde su pretensión.

Cuando la fianza no sea bastante para satisfacer las citadas 
responsabilidades, la Administración procederá al cobro de la 
diferencia mediante ejecución sobre el patrimonio del contra­
tista, con arreglo a lo establecido en el Estatuto de Recauda­
ción (artículo 119 L. C. E.).

Art. 364. Aprobadas que sean la recepción y liquidación 
definitivas de las obras, se devolverá el importe de la fianza 
o, en su caso, se cancelará el aval en el plazo improrrogable 
de tres meses (artículo 120 L. C. E.).

Cuando la recepción y liquidación definitiva no se aprueben 
por la Administración en los plazos fijados en este Reglamento 
y la causa no sea imputable al contratista, podrá éste solicitar 
la sustitución de su fianza, constituida en metálico o títulos 
de la Deuda, por un aval conforme a lo previsto en el artícu­
lo 370 de este Reglamento.

Art. 365. A los fines Señalados en el artículo anterior, la 
Autoridad a cuya disposición estuviese constituida la fianza 
comunicará a la Caja General de Depósitos o a la sucursal 
de la misma en la que se hubiese constituido, si la garantía 
ha quedado libre de responsabilidades por razón de las obli­
gaciones derivadas del contrato, o, en su caso, la parte de ella 
que queda afectada por las mismas y destino que debe dársela.

Art. 366. La Caja General de Depósitos y sus sucursales 
procederán a la devolución de las fianzas con arreglo a las 
normas por las que se rija.

Se abstendrán de su devolución cuando haya mediado pro­
videncia de embargo dictada por Autoridad competente, razón 
por la cual las providencias habrán de ser dirigidas directa-



mente al órgano de los citados en que se hallare constituida 
o depositada la fianza.

Art. 367. Las recepciones parciales de obras no facultan al 
contratista para solicitar la devolución de la parte proporcio­
nal de la fianza, salvo que así se establezca en el contrato 
(artículo 120 L. C. E.).

Sección 3.a De las garantías especiales

Art. 368. El Gobierno podrá acordar con carácter general. 
para los contratos de obras en que concurren determinadas 
circunstancias, la constitución de garantías especiales mediante 
retenciones en las certificaciones de obras en Una cuantía 
proporcional al importe de las mismas, y que no podrá exceder 
en ningún caso de su 10 por 100.

Estas garantías especiales podrán ser reintegradas al con­
tratista cuando tenga lugar la recepción _provisional de las 
obras, incluso las parciales, y, en último extremo, al apro­
barse la recepción definitiva de las mismas.

En todo caso, las garantías a que se refiere este artículo 
podrán ser sustituidas por el otorgamiento del correspondiente 
aval (artículo 121 L. C. E.).

Art. 369. En aquellos contratos de obra a los que sea de 
aplicación el acuerdo general del Gobierno dé exigencia de 
garantías especiales, deberá hacerse constancia expresa de esta 
circunstancia en su pliego de cláusulas administrativas particu­
lares.

La sustitución por aval de las retenciones que corresponda 
hacer en las certificaciones de obra, tendrá lugar a petición 
del contratista. En estos casos, el Director de la obra exigirá 
la. constitución del aval previamente a dar curso a la certi­
ficación producida. Las cantidades retenidas permanecerán afec­
tas al crédito propio de la obra.

Sección 4.a De los avales

Art. 370. El aval a que se refiere la Legislación de Contra­
tos del Estado se otorgará por un Banco oficial o privado, ins­
crito en el Registro General de Bancos y Banqueros, o por 
Mutualidades profesionales constituidas al efecto y por Enti­
dades de seguros sometidas a la Ley de 16 de diciembre de 
1954 (artículo 122 L. C E).

Art. 371. Por el Ministerio de Hacienda se establecerán los 
requisitos que habrán de cumplir las Entidades aseguradoras 
para poder emitir esta clase de avales, así como las cláusulas 
de las pólizas que, al efecto, se suscriban.

Del mismo modo se dictará por el Ministerio de Hacienda 
una disposición regulando los requisitos que han de reunir 
las Mutualidades profesionales de contratistas para que los 
avales que concedan sean eficaces en la contratación del Estado

Art. 372. La prestación del aval será potestativa de las 
Entidades autorizadas para expedirlos, correspondiendo a éstas 
apreciar libremente la garantía y solvencia que pueda ofre­
cerles el solicitante del aval.

Art. 373. Las comisiones, intereses y demás gastos que se 
produzcan con motivo de la expedición de los avales serán de 
cuenta del empresario avalado. 

Art. 374.  Los avales para que sean eficaces ante la Admi- 
nistración deberán sujetarse a la regulación establecida en
los artículos siguientes y, en todo caso, a las normas del De­
recho mercantil. 

Art. 375. La Entidad avalista deberá responde frente a la 
Administración del importe señalado como fianza y en los
mismos términos que si fuese constituida por el propio con­
tratista, sin que menoscabe de algún modo las responsabilida­
des que le afectan con arreglo a lo establecido en la Legisla­
ción de Contratos del Estado y sin que pueda utilizar el
beneficio de excusión a que se refiere el artículo 1.830 del 
Código Civil.

Art. 376. El aval se redactará siguiendo el modelo que ai 
efecto establezca el Ministerio de Hacienda, debiendo consig­
nar, en todo caso, los siguientes conceptos;

l. Entidad avalista y nombre y apellidos de los que firmen 
en nombre de la misma.

2. Designación del empresario avalado, según se trate de 
persona natural o jurídica.

3. Organo administrativo a cuyo favor y disposición se 
constituye.

4. Obligación o contrato que se afianza.

5. Cuantía a que asciende la garantía y mención de su 
validez hasta que la Administración autorice su cancelación.

6. Fecha de expedición y firma. 

 Los avales podrán cubrir total o parcialmente la garantía 
de la licitación o del contrato que motiven su extensión.

Art. 377. Los avales deberán ser autorizados por apode­
rados de la Entidad avalante que tengan poder suficiente para 
obligarla plenamente.

Estos poderes deberán ser bastanteados previamente y por 
una sola vez por la Asesoría Jurídica de la Caja General, de 
Depósitos o por la Abogacía del Estado de la provincia cuan­
do se trate de sucursales.

En el texto del aval se hará referencia al cumplimiento 
de este requisito.

Art. 378. El pliego de cláusulas administrativas particula­
res podrá exigir que los avales lleven la firma legitimada en­
caso contrario no será exigible este requisito. 

El contratista clasificado que presente un aval falso, será 
 sancionado con la anulación definitiva de su clasificación sin 

perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar y que 
serán también exigidas a los contratistas no clasificados que 
incurran en el mismo delito.

Art. 379. Cuando haya de procederse contra una fianza 
que haya sido prestada mediante aval, la Entidad avalista co­
rrespondiente queda obligada a ingresar en metálico, en la 
Caja General de Depósitos, el todo o la parte que proceda de 
la cantidad garantizada, en el plazo de quince días, contado 
desde la fecha de recibo de la oportuna notificación.

CAPITULO II

DE LAS FIANZAS Y DEMAS GARANTIAS EN EL CONTRATO 
DE GESTION DE SERVICIOS

Art. 380. Las fianzas y demás garantías de los contratos 
de gestión de servicios.se regularán por lo establecido en el 
capítulo anterior, con las salvedades que específicamente se 
señalan (artículo T23 L. C. E.).

Art. 381. El importe de las fianzas así provisionales como 
definitivas de los contratos de gestión de servicios será fijado 
libremente por la Administración a la vista de la naturaleza, 
importancia y duración del servicio de que se trate.

El Gobierno, queda facultado- para acordar en casos espe­
ciales la exención de las. correspondientes fianzas (artícu­
lo 124 L. C. E.).

Art. 382. Las fianzas definitivas serán devueltas a los ges­
tores de los servicios públicos o canceladas, en su caso, una 
vez extinguido el contrato y siempre que no se haya acor­
dado la pérdida de la misma, con deducción de las penalidades 
y responsabilidades que hayan de hacerse efectivas si tal pro­
cede, salvo que el pliego de cláusulas de explotación señale 
otra cosa.

CAPITULO III

DE LAS FIANZAS Y GARANTIAS EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO

Art. 383. Las fianzas y demás garantías de los contratos de 
suministros se regularán por lo establecido en el capítulo pri­
mero, con las salvedades que específicamente se señalan (ar­
tículo 123 L. C. E.).

La fianza definitiva responderá, además de los supuestos 
contemplados en el articulo 358 de este Reglamento, de la 
ausencia de vicios o defectos en la cosa vendida durante el 
plazo de garantía que se haya previsto en el contrato.

Cuando los contratos de suministro a que se refiere el 
número 1 del artículo 237 experimenten variación en más del 
doble del presupuesto inicial se exigirá al suministrador que 
complemente la fianza definitiva por un importe equivalente. 
El mismo criterio se seguirá en las sucesivas ampliaciones.

Art. 384. No habrá lugar a la constitución de fianza, ya 
sea provisional o definitiva, en los siguientes contratos de 
suministro:

1. Los concertados con Empresas concesionarias de servi­
cios públicos referentes a, suministros de la clase señalada en 
el apartado 1 del artículo 237 de este Reglamento.

2. Los de suministros memores definidos en el artículo 245, 
cuando se verifiquen directamente en establecimientos comer­
ciales abiertos al público y el abono del precio por la Ad­
ministración se condicione a la entrega total y única de los 
bienes a satisfacción de la misma.



3. Cuando la Empresa suministradora sea extranjera y ga­
rantice el contrato de acuerdo con las prácticas comerciales 
internacionales (artículo 125 L. C. E.).

Art. 385. En aquellos contratos de suministro en los que 
el empresario entregue inmediatamente los bienes consumibles 
o de fácil deterioro, antes del pago del precio y en régimen 
de contratación directa, no habrá lugar a prestación de fianza, 
salvo que exista plazo de garantía. Esta norma se aplicará 
especialmente a las compras comerciales que realice la Admi­
nistración.

Art. 386. Las fianzas definitivas constituidas para respon­
der del cumplimiento de los contratos de suministro serán de­
vueltas a los interesados o canceladas, en su caso, una vez 
concluido el plazo de garantía contractual.

Art. 387. La facultad reservada al Gobierno en el artícu­
lo 121 de la Ley de Contratos del Estado sobre garantías 
especiales en los contratos de obras podrá aplicarla igualmente 
a los contratos de suministros cuando la entrega de éstos no 
sea simultánea con la firma del contrato y el pago por la 
Administración tenga lugar en forma fraccionada correspon­
diéndose con entregas parciales o etapas determinadas de la 
elaboración de la cosa objeto del contrato.

LIBRO IV

Normas especiales para la contratación de los Organismos 
autónomos

Art. 388. De conformidad con lo establecido en la dispo­
sición final segunda de la Ley de Contratos del Estado, el 
presente Reglamento será de directa aplicación a los Orga­
nismos autónomos regulados por la Ley de 26 de diciembre de 
1958, en cuanto se refiere a los oontratos de obras, gestión de 
servicios y suministros, con las especialidades que se esta­
blecen en los artículos siguientes. 

Los demás contratos que celebren los Organismos autóno­
mos se regularán por lo establecido en el título preliminar. 
de la Ley de Contratos del Estado y preceptos concordantes 
del presente Reglamento.

Art. 389. La facultad para celebrar contratos corresponde 
a los legítimos representantes del Organismo, según su ley 
constitutiva, pero necesitarán autorización previa para aque­
llos de cuantía superior a 10.000.000 de pesetas.

La autorización será adoptada, a propuesta de dichos Orga­
nismos, por los Jefes de los Departamentos ministeriales de 
que dependan  o por el Consejo de Ministros, según las com­
petencias definidas en la Ley de Contratos del Estado [D. F. 
2.a, a), L. C. E.].

Art. 390. Los representantes legítimos de los Organismos 
autónomos no podrán delegar o desconcentrar la facultad de 
celebrar contratos sin la previa autorización del Jefe del 
Departamento al que estén adscritos.

Art. 391. Cuando se trate de obras de emergencia, los Or­
ganismos autónomos podrán celebrar los oportunos contratos sin 
necesidad de que les preceda la autorización pertinente, aco­
giéndose al artículo 27 de la Ley de Contratos del Estado 
[D. F. 2.a, b), L. C. E.]

La comunicación al Consejo de Ministros a que se refiere 
el apartado 1) del artículo 91 del Reglamento, se verificará a 
través del Ministro del Departamento a que el Organismo se 
encuentre adscrito; y él libramiento de los fondos citado en 
el apartado 2) del mismo precepto, deberá realizarse de acuer­
do con las normas por las que se rigen dichos Organismos.

Art. 392. Los proyectos de obras que elaboren los Orga­
nismos autónomos deberán. ser Supervisados por la oficina del 
Departamento ministerial de qué dependan, salvo que por la 
naturaleea e importancia de su función tuvieran reglamenta­
riamente establecida una oficina propia de supervisión.

Art. 393. Las Mesas de contratación serán nombradas por los 
Presidentes o Directores de los Organismos, siendo obligada, no 
obstante, la participación de los funcionarios a que se refieren 
los números 3 y 4 del artículo 102 de este Reglamento.

Las Juntas de Compras se constituirán' en cada Organismo 
autónomo para las adquisiciones que les competa, con indepen­
dencia de las del Departamento ministerial a qué estén afectos 
id; F. 2.a, c), L. C. E.l.

Art. 394. Ello no obstante la Junta de Compras del Departa­
mento podrá dictar, respecto a las operaciones de su competen­
cia, instrucciones a las Juntas de Compras pertenecientes a los

Organismos autónomos a fin de conseguir criterios contractua­
les uniformes.

Art. 395. Podrán ser concertados directamente los suminis­
tros, cualquiera que sea su cuantía y características, siempre 
que constituyan el objeto directo de sus actividades y hayan sido 
adquiridos con el propósito de devolverlos al tráfico jurídico pa­
trimonial, de acuerdo con sus fines peculiares [D. F. 2.a, d), 
L. C. E.].

Art. 396. La contratación .directa de los referidos suministros 
fio obsta a que su preparación y efectos se regulen por la legis­
lación de Contratos del Estado.

Exceptuánse de lo dispuesto en el párrafo anteripr, en cuanto 
a los efectos del contrato, aquellas operaciones comerciales que, 
dada su naturaleza, deban quedar sometidas al Derecho privado, 
civil o mercantil.

Art. 397. Para que los Organismos autónomos puedan con­
tratar o iniciar la realización de obras, servicios o suministros, 
cuya ejecución dure más tiempo dél que comprende él período 
de un ejercicio, será condición que se puedan satisfácer no so­
lamente el importe de las anualidades previstas para dichas in­
versiones, sino también el de los que hayan de quedar termi­
nados dentro del mismo ejercicio en que den comienzo, el de las 
revisiones de precios y, en general, de cuantos gastos de todo 
orden puedan presentarse derivados de contratos anteriores.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—Él presente Reglamento entrará en vigor el 1 de 
enero de 1976, siendo de aplicación a los contratos cuya pre­
paración se inicie con posterioridad a esta fecha,

A la entrada en vigor del presente Reglamento General de 
Contratación del Estado quedará derogado el aprobado me­
diante Decreto 3354/1967, de 28 de diciembre.

Segunda.—Compete al Ministerio de Hacienda la facultad de 
proponer al Gobierno las disposiciones reglamentarias ~ que en 
el futuro puedan hacerse precisas para el pleno cumplimiento 
de la Ley de Contratos del Estado (D. A. 1.a L. C. E.)

Tercera.—Compete a los Jefes de los Departamentos minis­
teriales dictar las disposiciones precisas para complementar, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, las normas de ca­
rácter reglamentario contenidas en el presente texto, salvo que 
vengan las materias atribuidas a un Ministerio determinado.

A fin de lograr un criterio uniforme en la ordenación jurí­
dica de la contratación del Estado, todas las disposiciones com­
plementarias que en esta materia se preparen por los Depar­
tamentos deberán ser previamente informadas por la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa salvo en los casos 
urgentes en que bastará dar cuenta a la misma de la decisión 
adoptada.

Cuarta.—En el plazo de un año se procederá a adaptar al 
Reglamento, a propuesta de los Ministerios competentes y con 
audiencia del Consejo de Estado, los pliegos de cláusulas ge­
nerales que deban subsistir y, en particular, el pliego de cláu­
sulas administrativas generales para la contratación de obras 
del Estado aprobado mediante Decreto 3854/1970, de 31 de di­
ciembre.

Del mismo modo se adaptarán al presente Reglamento todas 
las disposiciones complementarias dictadas en aplicación del 
que ahora se deroga, si la trascendencia de las modificaciones 
lo hicieran necesario.

vQuinta.—Transcurridos diez años, contados a partir de la 
entrada en vigor de este Reglamento, o antes si así fuese acon­
sejable, el Ministro de Hacienda elevará.al Gobiérno las re­
formas que ponvenga introducir a la vista de las experiencias 
que se obtengan de su aplicación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.—Las entidades gestoras de la Seguridad Social y 
los Organismos autónomos exentos de la normativa de la Ley 
de 26 de diciembre de 1958 aplicarán, en defecto de sus normas, 
administrativas especiales o de las que puedan dictarse sobre 
régimen jurídico de la Empresa pública, la legislación de Con­
tratos del Estado para resolver las dudas y lagunas que aqué­
llas puedan contener en materia de contratación.

Segunda.—Las Empresas nacionales, aquellas entidades en 
las cuales la participación del Estado sea mayoritaria y. los 
entes públicos que se rigen por el derecho privado en sus 
relaciones con terceros se sujetarán en materia de contratación 
de obras y suministros a sus normas administrativas especiales 
y a las que puedan dictarse sobre régimen jurídico de la Em­
presa pública, aplicándose en su defecto los principios de la 
presente legislación, salvo que la naturaleza de la operación a 
realizar sea incompatible con aquéllos.



En particular procurarán respetar en su actuación, al ob­
jeto de conseguir un comportamiento homogéneo en todo el 
sector público, los siguientes principios:

a) La rigurosa preparación de los proyectos, especificaciones 
y pliegos de condiciones que sirvan de soporte al contrato, me­
diante los oportunos asesoramientos técnicos y jurídicos.

b) La celebración de los contratos respetando, como regla 
general, los principios de publicidad y concurrencia.

c) La inclusión de cláusulas en los contratos que estimulen 
al empresario a un correcto cumplimiento, y que salvaguarden 
el interés de la entidad en los casos de incumplimiento.

Incumbe a los Consejos de Administración de las indicadas 
Empresas y Entidades cuidar del cumplimiento de ios princi­
pios que en este precepto se establecen y de interpretar las 
dudas que suscite su aplicación.

Cuándo el volumen de contratación lo justifique, los Con­
sejos de Administración deberán aprobar instrucciones y pliegos 
generales para la contratación de obras y suministros por la 
Empresa o Entidad, adaptando los principios de la presente 
legislación al carácter que aquéllas ostentan y a las peculia­
ridades de su funcionamiento.

Tercera.—Los proyectos y presupuestos, los pliegos de cláu­
sulas administrativas particulares y los expedientes de con­
tratación cuya elaboración se haya iniciado con anterioridad 
al 1 de enero de 1976 quedarán exentos de la normativa del 
presente Reglamento, sin que sea preciso, por tanto, reajustar 
las actuaciones anteriores a esta fecha. Respecto a los trámites 
ulteriores de estos expedientes, se aplicará el presente Regla­
mento en cuanto sea jurídicamente compatible, a juicio del 
Departamento correspondiente, con la legislación anterior.

Cuarta.—Al objeto de actualizar las clasificaciones conce- 
didas a contratistas de obras del Estado, en cuyo certificado 
de clasificación definitiva no consta la indicación del plazo de 
vigencia de ésta, por haber sido otorgada con anterioridad a 
la entrada en vigor de este Reglamento, se deberá proceder a 
une, actualización de las mismas, por presumirse, de acuerdo con 
el artículo 100 de la Ley de Contratos del Estado, que dejan 
de ser actuales las bases que se tomaron para establecerlas 
transcurridos cuatro años, computados a partir de la fecha 
del certificado de clasificación expedido por el Ministerio de 
Industria.

Estos expedientes de actualización se tramitarán de igual 
forma y con los mismos requisitos que los expedientes de revi­
sión y de clasificación ordinarios, salvo lo que se establece 
a continuación.

La actualización de las características jurídicas de la Empre­
sa, de su personal técnico y administrativo, de su parque de 
maquinaria y equipos, de su experiencia constructiva en cuan­
to a los importes anuales totales de las obras ejecutadas en 
el último decenio y de sus medios financieros, se llevará a 
cabo mediante la presentación de los datos y documentos a que 
se refieren los anejos número 1, 2, 3, 4 B y 5 de los expedientes 
de clasificación ordinarios.

Las Empresas que, además de conservar las clasificaciones 
definitivas que ostenten en dichos certificados, soliciten algún 
aumento dé categoría en ellas, o su clasificación en algún 
nuevo subgrupo, o el pase a definitivas de alguna de sus cla­
sificaciones provisionales, necesitarán presentar también los 
cuadros del anejo número 4 A, justificativos de su experiencia 
constructiva durante los últimos cinco años en esos subgrupos 
en los que soliciten aumento o mejora de su clasificación, sin 
que sea necesario presentar esos cuadros para los. demás sub­
grupos, salvo que, en casos particulares, lo juzgue oportuno 
la Comisión de Clasificación.

Las Empresas contratistas de obras del Estado ya clasificadas 
procederán a promover los expedientes de actualización de sus 
clasificaciones, al menos con tres meses de antelación a la 
fecha de caducidad de la clasificación concedida.

Las clasificaciones definitivas de las Empresas que no pre­
senten expediente de actualización dentro del plazo 'estable­
cido en el párrafo anterior quedarán automáticamente caduca­
das a partir de la fecha en que se cumplan cuatro años de la 
de expedición de dichos certificados de clasificación.

La Comisión de Clasificación acordará periódicamente, para 
general conocimiento, la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de las clasificaciones definitivas caducadas, a fin de 
que la tengan presente los Organos y las Mesas de contrata­
ción.

El Ministerio de Hacienda queda facultado para dictar las 
disposiciones complementarias que pudieran ser necesarias para 
el desarrollo de la presente disposición transitoria cuarta.

MINISTERIO 
DE LA GOBERNACION

26814    CORRECCION de errores del Decreto 3411/1975, de 
26 de diciembre, por el que se modifican las dispo­
siciones del Decreto 3230/1975, de 5 de diciembre, 
sobre convocatoria de elecciones para Presidentes 
de Diputaciones y Cabildos Insulares y Alcaldes.

Advertido error en la publicación del párrafo tres del artículo ter­
cero del Decreto tres mil cuatrocientos once/mil novecientos setenta 
y cinco, inserto en el «Boletín Oficial del Estado» correspondiente al 
día 27 de diciembre de 1975, a continuación se transcribe dicho pá­
rrafo, debidamente corregido:

«Tres. Si el candidato proclamado viniera desempeñando el 
cargo de Presidente o Alcalde de la Corporación respectiva, ce­
sará en aquél con efectos del mismo día de su proclamación en 
cuanto a sus funciones internas en la Corporación y sin afectar 
a otras representaciones que ostenten.»

26815    ORDEN de 10 de diciembre de 1975 por la que se 
abre nuevo plazo para revisión de precio de los 
contratos de transporte del correo, de acuerdo con 
el Decreto de 4 de abril de 1952.

Ilustrísimo señor:

El Decreto de 4 de abril de 1952 establecía la revisión pe­
riódica y transitoria del precio de los contratos suscritos por 
la Administración con los particulares para la conducción del 
correo, cuando la elevación del coste de los elementos inte- 
grantes de dicho precio hubiera incidido desfavorablemente 
sobre el importe contratado, con perjuicio para el adjudica­
tario, al objeto de evitar quebranto económico a quienes de 
buena fe aceptaron el riesgo de las obligaciones que aquéllos 
comportan, y autorizaba al Ministerio de la Gobernación a 
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecu­
ción de lo dispuesto.

A tenor de ello, desde 13 de mayo de 1952, y en forma pe­
riódica, este Ministerio ha venido dictando Ordenes que, su­
cesivamente, han permitido revisar tales precios hasta 31 de 
diciembre de 1973, fecha de actualización a que se contrajo 
la Orden ministerial de Gobernación de 20 de noviembre de 
1974, última de las dadas para llevar a cabo la revisión es­
tablecida.

Sucede, sin embargo, que las elevaciones de salarios, cuo­
tas de la Seguridad Social y precio de los carburantes pro­
ducidos desde 1 de enero de 1974 hasta el momento, al inci­
dir sobre la industria y el transporte, han dado lugar a un 
nuevo desequilibrio en el precio de los contratos, que aconseja 
y justifica su revisión a fin de actualizarlos.

En consecuencia, este Ministerio acuerda la apertura de un 
nuevo plazo de tres meses a contar desde la publicación de 
la presente Orden, durante el cual los interesados podrán soli­
citar la revisión de los precios de los contratos que tengan 
suscritos con la Administración para el transporte de la co­
rrespondencia, conforme a lo dispuesto en el Decreto de 4 
de abril de 1952 y a las normas complementarias que a conti­
nuación se señalan:

NORMAS

Primera.—La revisión de precios alcanzará a los contratos 
en vigor en 30 de noviembre de 1975, bien dentro de su pri­
mer período de vigencia, bien prorrogados por la tácita, siem­
pre que los servicios a que se refieran se hayan prestado y 
continúen prestándose sin interrupción ni restricción alguna 
y no hayan sido objeto, desde la indicada fecha, de cesión o 
traspaso.

Segunda.—El precio a revisar será el que figure pactado en 
el contrato, incrementado con los aumentos legalmente acor­
dados y diligenciados en este documento, y el período revi- 
sable el comprendido entre 1 de enero de 1974 y 30 de noviem­
bre de 1975.

Tercera—Los contratistas que se consideren con derecho a 
la revisión, por reunir los requisitos exigidos, ejercitarán éste 
mediante instancia dirigida al ilustrísimo señor Director ge­
neral de Correos y Telecomunicación, por conducto de la Admi­
nistración Principal de Correos respectiva.

A la instancia unirán un estado comparativo, conforme al 
modelo que figura anexo de los precios que regían en 31 de


